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III. RESUMEN 

 

 La pregunta que guio la presente tesis es ¿Cómo debe interpretarse la 

infracción F1de la Tabla de Infracciones y Sanciones del D. S. N° 017-2009-MTC 

para no vulnerar los derechos fundamentales y principios del derecho 

administrativo y administrativo sancionador?, esto como corolario de las 

interpretaciones dispares que vienen realizando la Superintendencia Nacional de 

Tránsito Terrestre de Personas, Cargas y Mercancías (SUTRAN) y la Oficina 

Defensorial de Cajamarca. Frente a ello y a la luz del método dogmático jurídico, 

los argumentos interpretativos que proporcionan las teorías de interpretación, la 

teoría de derechos fundamentales y los principios que rigen el derecho 

administrativo y administrativo sancionador se analizó las interpretaciones 

realizadas por las precitadas entidades; determinándose que la infracción F1 del 

D. S. N° 017-2009-MTC debe interpretarse en sentido estricto y no extensivo sin 

admitir la intencionalidad, tentativa de infracción, ni potenciales afectaciones, 

puesto que no son elementos constitutivos de la infracción y lo contrario supone la 

vulneración de los derechos fundamentales a la libertad de tránsito y al trabajo de 

los administrados conductores; así como los principios de verdad material, 

legalidad, tipicidad y razonabilidad que rigen el derecho administrativo y 

administrativo sancionador. 

Palabras Claves: infracción, interpretación, derechos fundamentales, principios 

del derecho administrativo sancionador. 
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IV. ABSTRAC 

 

The question that guided this thesis is: How should the infraction F1 of the 

Table of Infractions and Sanctions of the DS N ° 017-2009-MTC be interpreted in 

order not to violate the fundamental rights and principles of the administrative and 

administrative sanctioning law? This is a corollary of the disparate interpretations 

that have been carried out by the National Superintendence of Land Traffic of 

People, Loads and Goods (SUTRAN) and the Defensorial Office of Cajamarca. 

Against this and in light of the legal dogmatic method, the interpretative 

arguments provided by the theories of interpretation, the theory of fundamental 

rights and the principles that govern administrative and sanctioning administrative 

law, the interpretations made by the aforementioned entities were analyzed; 

determining that the offense F1 of the DS N ° 017-2009-MTC must be interpreted 

strictly and not extensively without admitting the intention, attempted 

infringement, or potential damages, since they are not constitutive elements of the 

infringement and the contrary supposes the infringement of the fundamental rights 

to freedom of transit and to the work of managed drivers; as well as the principles 

of material truth, legality, typicity and reasonableness that govern administrative 

and sanctioning administrative law. 

Keywords: infringement, interpretation, fundamental rights, principles of 

administrative sanctioning law. 
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IX. CAPÍTULO I: INTRODUCCIÓN 

 

1. Planteamiento del problema 

1.1. Descripción de la realidad problemática  

 

El Estado a través de sus distintos órganos sanciona a los administrados 

cuando estos trasgreden normas de derecho administrativo, siempre que estén 

dentro de su competencia, jurisdicción, sean típicas y se den en medio de un 

debido procedimiento; a fin de que el administrado no vuelva a cometerlas y 

prevenir futuras infracciones. Sin embargo, cuando la sanción aplicada no se da en 

medio de estas condiciones se torna en arbitraria, afectando derechos 

fundamentales y principios que rigen el derecho administrativo y derecho 

administrativo sancionador. Tal es el caso de la Superintendencia de Transportes 

Terrestre de Personas, Cargas y Mercancías (SUTRAN) que impone sanciones 

pecuniarias a los administrados por la presunta comisión de la infracción con 

código F1 “Prestar el servicio de transporte de personas […] en ámbito diferente 

al autorizado” de la Tabla de Infracciones y Sanciones del Reglamento Nacional 

de Administración de Transporte (RENAT) aprobado mediante D. S. N° 017-

2009-MTC, cuando aún no se ha consumado; bajo el argumento de que: 

La sola realización del servicio de transporte informal produce el incremento 
incensario y negligente del riesgo propio de la actividad de transporte, 

generándose así un estado de incertidumbre de potenciales afectaciones a los 
bienes jurídicos tutelados por la SUTRAN, como son la vida y la salud de los 

mismos actores del servicio, usuarios y de terceros, que puede verse 
materializado o concretado en accidentes de tránsito, asaltos o siniestros que 
pueden tener consecuencias irreparables. (Resolución de Subgerencia Nº 

4018126282-S-2018-SUTRAN/006.4.1). 

En contraposición, la Oficina Defensorial de Cajamarca, manifiesta que: 
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Al no haberse verificado la comisión de la falta F1 de manera objetiva, puesto 

que el conductor contaba con permiso para realizar el servicio de taxi dentro 
de la circunscripción territorial de Cajamarca. La infracción fue impuesta 

dentro de la circunscripción territorial de la provincia de Cajamarca; en 
consecuencia, venía prestando servicio conforme a la autorización conferida 
por la Municipalidad Provincial de Cajamarca; es por ello, que la Sutran no 

ha cumplido con respetar el principio de verdad material, legalidad, 
razonabilidad contemplados en el artículo IV del Título Preliminar del Texto 

Único Ordenado de la del Procedimiento Administrativo General-Ley 27 444. 
(Oficio Nº 0021-2018-DP/OD-CAJ. Expediente N° 008-2018).  

 

En ese sentido existen dos interpretaciones distintas en tanto que; la primera 

posición, sostiene que con la sola ejecución del servicio de taxi ya se habría 

cometido la infracción con código F1, creando de algún modo la figura de 

“tentativa de infracción”, la misma que no forma parte del conjunto de normas 

administrativas, transgrediendo los derechos fundamentales al trabajo y la libertad 

locomotora, así como a los principios de verdad material, legalidad, tipicidad y 

razonabilidad del derecho administrativo y administrativo sancionador; mientras 

que la segunda posición, garantista, exige que para imponer una sanción ésta se 

verifique objetivamente. En consecuencia, se debe establecer una interpretación 

adecuada de la infracción con código F1 del D. S. N° 017-2009-MTC para no 

quebrantar los derechos fundamentales y principios del derecho administrativo y 

administrativo sancionador.  

1.2. Definición del problema 

 

¿Cómo debe interpretarse la infracción con código F1 del D. S. N° 017-2009-

MTC para no vulnerar los derechos fundamentales y principios del derecho 

administrativo y derecho administrativo sancionador?  
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1.3. Objetivos  

1.3.1. Objetivo general 

 

Proponer una interpretación de la infracción con código F1 del D. S. N° 017-

2009-MTC para no vulnerar los derechos fundamentales y principios del derecho 

administrativo y derecho administrativo sancionador.   

1.3.2. Objetivos específicos  

 

- Determinar los derechos fundamentales y principios del derecho 

administrativo y derecho administrativo sancionador que se vulneran al 

imponer una sanción por la potencial afectación de la infracción con código 

F1 del D. S. N° 017-2009-MTC. 

- Analizar los derechos fundamentales y principios del derecho administrativo 

y derecho administrativo sancionador que deben regir en la interpretación de 

la infracción con código F1 del D. S N° 017-2009-MTC para no vulnerar 

derechos de los administrados.   

1.4. Justificación e importancia 

 

Esta tesis se justifica porque establece una interpretación de la infracción con 

código F1 del D. S. N° 017-2009-MTC en base a argumentos interpretativos e 

instituciones jurídicas del derecho, como los derechos fundamentales al trabajo y 

la libertad de tránsito; así como los principios de tipicidad, legalidad, verdad 

material y razonabilidad del derecho administrativo y derecho administrativo 

sancionador, a fin de que estos no se vean vulnerados cuando se interponga dicha 

infracción por potenciales afectaciones a bienes jurídicos tutelados por la 

SUTRAN, sino constituyan parámetros en su aplicación.  
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Por tanto, su importancia radica en que la comunidad jurídica, especialmente 

los Inspectores de la SUTRAN adoptarán dicha postura y aplicarán la Infracción 

con código F1 del D. S. N° 017-2009-MTC, de manera responsable y objetiva, es 

decir, cuando sus supuestos se hayan configurado de manera efectiva; 

optimizando así dichos principios y disuadiendo la imposición de sanciones 

arbitrarias que afectan el derecho al trabajo y la libertad locomotora de los 

administrados.  
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X. CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 

 

2. Fundamentos teóricos de la investigación  

2.1. Antecedentes teóricos  

 

Es necesario señalar que la presente tesis no ha sido objeto de estudio con 

anterioridad, por lo que solamente contamos con la posición de dos instituciones 

estatales: la Superintendencia Nacional de Transporte de Personas, Cargas y 

Mercancías (SUTRAN) y la Oficina Defensorial de Cajamarca (OD Cajamarca) 

posiciones contrapuestas que serán expuestas en este considerando, para luego ser 

discutidas. 

La Subgerencia de Procedimientos del Servicio de Transporte y de Pesos y 

Medidas de la SUTRAN, a través de la Resolución de Subgerencia N° 

4018126282-S-2018-SUTRAN/06.4.1, de fecha 14 de marzo de 2018, manifiesta: 

Que es el mismo ADMINISTRADO quien acepta la realización de un 
servicio de transporte, tanto así que señala haberse encontrado en la ejecución 

del mismo durante la intervención, al haber estado trasladando pasajeros 
desde la ciudad de Cajamarca hasta la represa Gallito Ciego, lo cual a todas 
luces constituye la realización de un servicio interprovincial, toda vez que la 

mencionada represa se encuentra en el distrito de Yonán de la Provincia de 
Contumazá, motivo por el cual la Tarjeta Única de Circulación no puede 

avalar la realización del servicio alegado, puesto que la misma fue emitida 
por la Municipalidad Provincial de Cajamarca, advirtiéndose y 
corroborándose la realización de un servicio que trasgrede la jurisdicción de 

la comuna… la sola realización del servicio  de transporte informal produce 
el incremento innecesario y negligente del riesgo propio de la actividad de 

transporte, generándose así un estado de incertidumbre de potenciales 
afectaciones a los bienes jurídicos tutelados por la SUTRAN, como son la 
vida y la salud de los mismos actores del servicio, usuarios y de terceros, que 

puede verse materializado o concretado en accidentes de tránsito, asaltos o 
siniestros que pueden tener consecuencias irreparables . 
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Finalmente decide iniciar procedimiento administrativo sancionador contra el 

administrado por la presunta comisión de la infracción con código F.1 de la Tabla 

de Infracciones y Sanciones del RENAT, el pago de una multa de una Unidad 

Impositiva Tributaria (UIT) y la retención de la licencia de conducir.  

Por otro lado, la OD Cajamarca en virtud de la queja presentada por el 

administrado, bajo el Expediente N° 008-2018, emite el Oficio N° 0021-2018-

DP/OD-CAJ, de fecha 04 de enero de 2018, dirigido al Representante de la 

Unidad Desconcentrada- Región Cajamarca de la SUTRAN, en cuyo apartado II. 

ANÁLISIS, señala:  

…el conductor contaba con permiso para realizar el servicio de taxi dentro de 
la circunscripción territorial de Cajamarca. La infracción fue impuesta dentro 

de la circunscripción territorial de la provincia de Cajamarca; en 
consecuencia venía prestando servicios conforme a la autorización conferida 
por la Municipalidad Provincial de Cajamarca. Asimismo la SUTRAN no ha 

verificado la comisión de manera objetiva,… por lo que concluye que no se 
ha cumplido con el principio de verdad material, legalidad y razonabilidad 

contemplados en el artículo IV del Título Preliminar del Texto Único 
Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General-Ley Nº 
27444. (Oficio Nº 0021-2018-DP/OD-CAJ. Expediente N° 008-2018). 

 

La OD Cajamarca, para realizar esta afirmación cita a los principios y 

desarrolla qué significa cada uno:    

El artículo IV inciso 1.2 del Título Preliminar del TUO de la Ley N° 27444, 
establece los principios que fundamentan el procedimiento administrativo, 

dentro de los cuales prescribe el principio de legalidad, el mismo que señala 
que las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la 
Constitución, la Ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén 

atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas; 
asimismo plasma el principio de razonabilidad, el que estipula, que las 

decisiones de la autoridad administrativa, cuando crean obligaciones, 
califiquen infracciones, impongan sanciones, o establezcan restricciones a los 
administrados, deben adaptarse dentro de los límites de la facultad atribuida y 

manteniendo la debida proporción entre los medios a emplear y los fines 
públicos que deba tutelar, a fin de que respondas a lo estrictamente necesario 
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para la satisfacción de su cometido; y finalmente solo hace una mención del 

principio de verdad material, que para efectos didácticos indica: en el 
procedimiento la Autoridad administrativa competente deberá verificar 

plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual 
deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la 
ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados o hayan 

acordado eximirse de ellas. 

Finalmente en el apartado III. Actos de Persuasión la OD Cajamarca 

recomienda al Representante de la Unidad Desconcentrada de la Región 

Cajamarca de la Superintendencia Nacional de Tránsito :  

… cumpla con emitir una respuesta en el plazo legal establecido al descargo 
de fecha 28.12.2017 presentada por el recurrente y tenga en cuenta lo 

estipulado en el Decreto Supremo N° 017-2009-MTC y los principios 

antes indicados. (Negrita y subrayado nuestros). 

  

2.2. Marco Teórico  

2.2.1. Derechos fundamentales  

 

Robert Alexy señala que la teoría de los derechos fundamentales tiene tres 

características: “primero, es una teoría de los derechos fundamentales de la Ley 

Fundamental; segundo, es una teoría jurídica y, tercero, una teoría general” (1993, 

pp. 28-30); es decir, es una teoría de determinados derechos fundamentales 

plasmados en la Constitución, que tiene tres dimensiones: analítica, empírica y 

normativa, y que engloba los problemas comunes a los derechos fundamentales.  

Sin embargo, pone énfasis en la segunda característica y desarrolla cada una 

de sus dimensiones. Así, en la dimensión analítica se realiza un examen de los 

términos usados que denotan derecho, su estructura, la estructura del sistema 

normativo y la argumentación en base a derechos; en cambio, en la dimensión 

empírica, lo que interesa es el estudio de los hechos que pueden ser observados y 

posteriormente objeto de premisas de una norma; mientras que la dimensión 
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normativa, no se agota en la regulación de derechos sino que se extiende hasta el 

análisis de la corrección de las decisiones judiciales. 

Ahora bien, la vía para armonizar estas dimensiones según Alexy es una 

teoría estructural de los derechos fundamentales, la cual es “primariamente 

analítica” (1993, p. 39) pues de lo contrario no existirían “enunciados precisos y 

fundamentados acerca del juego del conjunto de las tres dimensiones. No podría 

hablarse en absoluto de un control racional de valoraciones indispensables en la 

jurisprudencia y de la utilización metodológicamente controlada del conocimiento 

empírico”. (Alexy, 1993, p. 45)  

Bajo este panorama cuando se hable de derechos debe hacerse las siguientes 

precisiones: “Siempre que alguien posee un derecho fundamental, existe una 

norma válida de derecho fundamental que le otorga este derecho” (Alexy, 1993, p. 

47), sin embargo en la mayoría de casos existe confusión en lo que Alexy 

denomina “disposición de derecho fundamental y norma de derecho fundamental” 

(1993, p. 63) por lo que debe señalarse que la primera hace referencia a lo descrito 

en todos los artículos; mientras que la segunda, alude al derecho que otorga dicha 

disposición. 

De igual forma debe distinguirse entre los términos reglas y principios, pues 

aun cuando ambos son normas que prescriben lo que debe hacerse, existe 

diferencias sustanciales entre ellos, tal es el caso de los principios que son 

… normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, 
dentro de las posibilidades jurídicas reales y existentes. Por lo tanto, los 

principios son mandatos de optimización, que están caracterizados por el 
hecho de que pueden ser cumplidos en diferente grado y que la medida debida 

de su cumplimiento no sólo depende de las posibilidades reales sino también 
de las jurídicas (Alexy, 1993, p. 86). 
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En cambio, las reglas son “normas que sólo pueden ser cumplidas o no. Si 

una regla es válida, entonces ha de hacerse exactamente lo que ella exige, ni más 

ni menos” (Alexy, 1993, p. 87). 

No obstante pueden existir conflicto de reglas y colisión de principios. Así 

“un conflicto entre reglas solo puede ser solucionado o bien introduciendo en una 

de las reglas una cláusula de excepción que elimina el conflicto o declarándola 

inválida, por lo menos una de las reglas” (Alexy, 1993, p. 88) por ejemplo: lex 

posterior derogat legi posteriori” “lex specialis derogat legis generali”. Por el 

contrario cuando los principios se contradicen el conflicto se soluciona “a través 

de una ponderación de los intereses opuestos… de cuál de los intereses 

abstractamente del mismo rango, posee mayor peso en el caso en concreto” 

(Alexy, 1993, p. 90).  

De ahí que podemos afirmar que “los principios son siempre razones prima 

facie; las reglas, a menos que se haya establecido una excepción, razones 

definitivas” (1993, p. 101). En otras palabras, si bien los principios en un inicio 

pueden ser mandatos definitivos, éstos serán cumplidos únicamente cuando las 

condiciones de hecho y de derecho sean factibles; empero las reglas reclaman su 

cumplimiento fiel y exacto, salvo que exista una excepción.   

También debemos distinguir entre norma y posición, al respecto “una norma 

es aquello que expresa un enunciado normativo” (Alexy, 1993, p. 177) en cambio, 

la posición es el estatus que el derecho le confiere a un individuo frete al Estado, 

obviamente lícita, la misma que al ostentarla frente a otros individuos dará lugar a 

relaciones con relevancia jurídica.   
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En esa línea, las posiciones se designan como “(1) derechos a algo, (2) 

libertades y (3) competencias” (Alexy, 1993, p. 186). Para la presente tesis 

únicamente desarrollaremos los derechos a algo, cuya estructura está constituida 

como una relación triádica del derecho, por ejemplo: F tiene frente a R un derecho 

a G. En donde F es el que ostenta el derecho, que puede ser una persona física o 

persona jurídica de derecho público; R es el destinatario del derecho, que puede 

ser el Estado o particulares; y G es el objeto del derecho, a acciones positivas u 

omisiones.  

Aquí interesa solo la estructura del objeto del derecho a algo, que es “siempre 

una acción del destinatario” (Alexy, 1993, p. 187) positiva o negativa. Siendo que 

las segundas se agrupan de tres modos:  

El primero está constituido por derechos a que el Estado no impida u 

obstaculice determinadas acciones del titular del derecho; el segundo, por 
derechos a que el Estado no afecte determinadas propiedades o situaciones 

del titular del derecho; y el tercero, por derechos a que el Estado no elimine 
determinadas posiciones jurídicas del titular del derecho. (Alexy 1993, p. 
189) 

 

Ejemplos del primer grupo son el derecho a la autonomía en el 

desplazamiento y religión; del segundo grupo, el derecho a la propiedad privada o 

no expropiación salvo por razones previstas en la ley, y del tercer grupo, el 

derecho a que no se anulen normas específicas.  

Por el contrario, las acciones positivas por parte del Estado, se agrupan de dos 

formas: “el de aquellos cuyo objeto es una acción fáctica y el de aquellos cuyo 

objeto es una acción normativa” (Alexy, 1993, pp. 194-195). Ejemplo del primero 

es el derecho a ser beneficiario de un programa social por carecer de recursos 
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económicos para sobrevivir y llevar una vida digna; y del segundo, la imposición 

al empleador a través de una ley específica de una indemnización al trabajador por 

enfermedad laboral.  

Finalmente Alexy señala que “la base de la argumentación ius fundamental 

puede ser caracterizada, como la de la argumentación jurídica general, con los 

términos “ley”, “precedente” y “dogmática” (1993, p. 533) en la medida que 

ambas son prácticas y racionales.  

La ley, “es la sujeción al texto de las disposiciones ius fundamentales y a la 

voluntad del legislador constitucional. Expresión de esta sujeción son las reglas y 

las formas de interpretación semántica y genética” (1993, p. 533).  

Los precedentes, en cambio son aquellos expedidos por un Tribunal Supremo, 

en virtud de los cuales se fija una regla de carácter vinculante para el Estado y 

particulares, pero del cual las autoridades públicas pueden apartarse justificando 

sus razones o haciendo uso de técnicas como “el distinguishing y el overruling” 

(1993, p. 536).  

A su vez, la dogmática es entendida por Alexy como las “teorías materiales 

de los derechos fundamentales” (1993, p. 540). 

2.2.2. Teorías de la interpretación  
 

2.2.2.1. Tarrello  

 

Tarrello en su obra titulada La Interpretación de la Ley, realiza una crítica a la 

ideología formalista “la doctrina según la cual la interpretación jurídica es 
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conocimiento de normas preconstituidas y no, en cambio, producción de normas 

nuevas” (2018, p. 11), siendo para él la más importante esta última.   

Opina por la diferenciación entre enunciado y significado dado que “cada 

enunciado lingüístico, contenido en los documentos normativos es entendido y 

usado en modos diversos y conflictivos por diversos operadores jurídicos en 

diversos momentos y circunstancias” (Tarrello, 2018, p.12), es decir, no existe 

una única interpretación, ni correlación entre enunciado y significado.  

Asimismo distingue dos sentidos del término interpretación “en un primer 

sentido, “interpretación” se refiere a una actividad: la atribución de significado a 

un enunciado. En un segundo sentido, “interpretación” se refiere al producto de 

esta actividad: o sea, el significado atribuido a un enunciado” (Tarrello, 2018, 

p.15). La atribución de este significado es producto de la voluntad del intérprete, 

por tanto, no se evaluará la veracidad o falsedad de la interpretación sino su 

corrección.  

En ese sentido, en la locución “interpretación de la ley” 

el vocablo “interpretación” tiene el significado propio del uso ordinario 
moderno y se refiere por tanto a la atribución de significado a un ente; tal 

ente, en el caso de la “interpretación de la ley” es siempre un documento o el 
conjunto de documentos de que se sabe o se postula, exprese o expresen una 

así llamada norma jurídica o el conjunto de las normas; la norma jurídica es 
precisamente el significado que mediante la interpretación resulta atribuido al 
documento o a una combinación de documentos tales (Tarrello, 2018, p. 46). 

 

Por otro lado, cabe destacar que no todos los ordenamientos jurídicos poseen 

normas explícitas sobre interpretación y aplicación de disposiciones normativas, 

ya que como señala Zusman “a pesar de la relevancia de la interpretación de la 

ley, lo normal es que no se incluyan o que se incluyan muy pocas normas que 
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establezcan cómo debe interpretarse” (2018, p. 90), pudiendo presentarse los 

siguientes panoramas:   

i) ausencia de todo documento normativo que aparentemente exprese 
preceptos separados, autónomos y distintos, sobre interpretación-aplicación; 
ii) presencia de documentos normativos que aparentemente expresan solo un 

precepto dirigido a los jueces, de considerar completo  -sin lagunas- al 
derecho positivo o a una porción suya; iii) presencia de documentos 

normativos que aparentemente expresan el precepto dirigido a los jueces y a 
los ciudadanos de utilizar particulares instrumentos hermenéuticos (como el 
recurso a la voluntad del legislador histórico o a la atribución de los vocablos 

de su significado “propio”) más o menos precisos; iv) presencia de 
documentos normativos que expresan el precepto de considerar al derecho 

positivo o a una porción suya susceptible de ser completado mediante el uso 
de la analogía legis e iuris y, por ello, el precepto de utilizar el argumento 
analógico y el de los principios generales, excepto en el caso de las leyes 

penales y excepcionales; v) documentos normativos que aparentemente 
imponen el uso del argumento analógico y quizá el de los principios generales 

para extender el alcance de la legislación positiva, pero no imponen 
considerar a la legislación positiva completa y carente de lagunas, tanto que 
consienten en caso de lagunas una heterointegración mediante el recurso al 

“derecho natural” o a la “naturaleza de las cosas”; vi) documentos normativos 
que no imponen considerar al derecho positivo como completo y que 

imponen al juez que advierta una laguna colmarla legislando para el caso 
concreto (Tarrello, 2018, p. 349). 
 

Sin perjuicio de lo expuesto precedentemente para argumentar, recomendar o 

plantear una interpretación existe un vasto número de argumentos interpretativos 

que pueden ser usados libremente, dependiendo de la posición que el intérprete 

defienda. Para la presente tesis solo se ha considerado los siguientes:  

El argumento a contrario, es usado de dos formas: 

“como regla de exclusión… dado un enunciado normativo que predica una 
cualificación normativa respecto a un término en él incluido que está por un 

sujeto o una clase de sujetos, debe evitarse extender el significado de ese 
término de modo tal que llegue a comprender a sujetos o clases de sujetos no 
estricta o literalmente incluidos en él de conformidad con el primer enunciado 

normativo” (Tarrello, 2018, p. 402). 
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Lo que significa en palabras de Zusman “que cuanto más específica es la 

numeración hecha por ley, más fuerza tiene el canon, porque revela la voluntad 

del legislador de ser estrictamente taxativo” (2018, p. 184), no pudiendo agregar 

otros supuestos o instituciones que no se ha querido englobar el legislador. 

La segunda forma se expresa de la siguiente manera: 

 “En cuanto regla de interpretación… sirve para motivar, o proponer, aquella 
en general se llama “interpretación literal” o “interpretación restrictiva”. En 

cuanto dirigido a motivar o proponer interpretaciones según la letra… es 
generalmente apreciado y dotado de notable fuerza persuasiva en las culturas 
en que: a) es atribuido gran valor a la letra documental; b) se tiende a rigidizar 

el vínculo de subordinación de los órganos de aplicación frente al órgano de 
producción normativa” (Tarrello, 2018, p. 403). 

 

Esta segunda forma, en concordancia con la primera, apunta a la 

interpretación en base al contenido en el texto de la disposición, con el objetivo de 

evitar una interpretación y aplicación arbitraria de la norma que haga cualquier 

operador del derecho. 

A su vez, el argumento de la coherencia de la disciplina jurídica “se funda en 

la creencia de que el derecho provee una disciplina coherente –priva de 

antinomias- de la vida en sociedad” (Tarrello, 2018, p. 417), por este argumento 

todas las disposiciones que conforman el ordenamiento jurídico de un 

determinado país no se contradicen sino que tienen una relación lógica entre sí. 

Pero a pesar de ello, no es suficiente para persuadir “para decidir la aplicación del 

derecho o para resolver un problema de interpretación en sentido lato… sino que 

debe ser integrado al menos con otro argumento retórico o un principio general” 

(Tarrello, 2018, pp. 417), por ejemplo con el argumento a contrario.  
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Asimismo “sirve para vallar el camino a atribuciones de significado a los 

enunciados normativos tales que configurarían disposiciones que llevarían al 

resultado de hacer emerger un conflicto de normas” (Tarrello, 2018, pp. 417-418), 

vale decir que, al interpretar una norma y utilizar este argumento para defender la 

interpretación, se obstaculizará e impedirá que otras interpretaciones que 

contradigan otras normas del sistema jurídico tengan éxito, y no se produzca un 

conflicto entre estas, sino que tenga relación lógica.     

De otro lado, en el argumento psicológico “a cada enunciado normativo debe 

ser atribuido el significado que corresponde a la voluntad de su emitente o autor; 

esto es, del legislador en concreto, del legislador histórico” (Tarrello, 2018, p. 

421), mediante este argumento lo que se busca es el respeto de la ley, así como 

desacreditar interpretaciones contrarias a la intención del autor, pues para cada 

alteración se necesita obligatoriamente de la participación del aparato legislativo.   

Por el argumento histórico “dado un enunciado normativo, a falta de expresas 

indicaciones contrarias se le debe atribuir el mismo significado normativo que 

tradicionalmente le era atribuido al precedente y preexistente enunciado 

normativo que disciplinaba la misma materia en la misma organización jurídica” 

(Tarrello, 2018, pp. 424-425), en síntesis para cambiar el significado normativo de 

un enunciado se requiere un pronunciamiento expreso de la autoridad competente, 

de lo contrario este nuevo significado sería inválido.    

Finalmente, en el argumento sistemático “a un enunciado normativo o a un 

conjunto de enunciados normativos… se debe atribuir el significado prescripto, o 

bien no se debe atribuir el significado impedido, por el sistema jurídico” (Tarrello, 
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2018, p. 433), ello en tanto que el sistema jurídico es un todo ordenado y 

articulado que demanda la atribución de significados según los supuestos 

prestablecidos en la norma y en armonía con los principios e instituciones 

jurídicas aceptadas en un ordenamiento jurídico, pues como bien señala Zusman, 

citando a MacCormick, en éste método también se debe “considerar la 

interpretación a la luz de la jurisprudencia, el precedente, la doctrina y los 

principios generales del derecho” (2018, p. 162)  

Lo que da lugar a seis formas de interpretación sistemática: “la interpretación 

basada en la armonización conceptual, en el precedente, en la analogía, en la 

argumentación conceptual, en los principios generales del derecho y la 

interpretación sistemática histórica”. (MacCormick, citado por Zusman, 2018, 

p.163) 

Así, en la primera forma se debe revisar todo el texto de la ley y el sistema 

normativo, para esclarecer, perfeccionar, refutar o relativizar el contenido de la 

norma. 

En la segunda forma, se debe recurrir a los precedentes vinculantes emitidos 

por un Tribunal Supremo, los mismos que están expresados (regla y efecto 

jurídico) en una sentencia con calidad de cosa juzgada, que debe ser observada 

obligatoriamente por las partes y en general por las autoridades administrativas y 

jurisdiccionales, su apartamiento por estos últimos exige una motivación 

razonada. Sin perjuicio de ello, consideramos que las demás sentencias que emita 

dicho órgano y que constituyen jurisprudencia son de vital importancia porque 

“reúnen criterios uniformes y reiterados” respecto de un tema específico, por lo 
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que también deben ser observados por el propio Tribunal y todos los órganos 

públicos. (Ver Exp. N° 00859-203-PA/TC, Fund. 12). 

Asimismo, merece la pena subrayar en este apartado que, a nivel 

internacional, las sentencias emitidas por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, como órgano “aplicador e intérprete de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos” (Estatuto de la CIDH, 1979, Art.1) son vinculantes para 

todos los Estados Parte, su incumplimiento acarrea que dicha Corte “puede 

señalarlo así en su informe anual dirigido a la Asamblea General de la OEA para 

los efectos pertinentes, por ejemplo, para que se emita una resolución de la OEA 

conminando al Estado a acatar la sentencia” (CIDH, 2009, p. 17). 

En la tercera forma, la interpretación sistemática basada en la analogía no está 

referida a la integración de la ley sino a la interpretación extensiva, esto es, a 

ampliar los alcances de la norma a situaciones similares, por ende no se aplica a la 

presente tesis.   

La cuarta forma consiste en acudir a la doctrina autorizada a efectos de hallar 

el sentido de la norma contenida en una disposición. 

La quinta forma se refiere a los principios generales del derecho tales como 

“la seguridad jurídica, la razonabilidad, la igualdad ante la ley, la justicia, la 

búsqueda del bien común, la predictibilidad, la autonomía de la voluntad” 

(Zusman, 2018, p. 170) entre otros, que siempre van a regir e inspirar las demás 

instituciones del derecho.  Y la última forma, concerniente al argumento histórico, 

ya ha sido desarrollada líneas arriba.  
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2.2.2.2.  Guastini  

 

Para Riccardo Guastini (2010) el vocablo “interpretación” en el lenguaje 

jurídico, es doblemente ambiguo (p. 183). 

Respecto a la primera ambigüedad se debe diferenciar entre:  

a) La interpretación en “abstracto”, que consiste en identificar el contenido 
de significado – es decir, el contenido normativo (la norma o normas)- 

expresado por, y/o lógicamente implícito en, un texto normativo (una 
fuente de Derecho) sin referencia a algún supuesto de hecho concreto, y 

b) la interpretación “en concreto”, que consiste en subsumir un supuesto de 
hecho concreto en el campo de aplicación de una norma previamente 
identificada “en abstracto”. (Guastini, 2010, p. 184)  

 

Lo que significa que en el primer tipo únicamente se identificará la norma 

contenida en una disposición, mientras que en el segundo tipo se encuadrará un 

supuesto de hecho específico en la norma. Pero estos “dos tipos de interpretación 

responden a dos tipos de indeterminación del Derecho: que, de hecho es 

doblemente indeterminado” (Guastini, 2010, p. 184). 

 La primera, se debe a la equivocidad del sistema jurídico, pues no se sabe 

qué normas están en vigencia; por lo que, como se mencionó anteriormente, es 

imprescindible diferenciar las disposiciones de las normas. Sin embargo, como 

afirma Guastini esto también obedece a “otras cuestiones: en particular, la 

multiplicidad de métodos interpretativos, la dogmática jurídica… los juicios de 

valor de los intérpretes, sus sentimientos de justicia” (2010, p. 186). Por tanto, 

esta indeterminación se soluciona con la interpretación en abstracto.  

La segunda indeterminación es “por causa de la vaguedad de las normas… ya 

que por causa del lenguaje natural- no se sabe cuáles supuestos de hecho recaen 

en su campo de aplicación” (Guastini, 2010, p. 186). En efecto, la vaguedad 
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supone imprecisión, poca claridad y es una característica del lenguaje natural, 

común que usan todas las personas y que incluso trasciende al lenguaje técnico, 

por lo que, casi siempre afectará a la normas pero puede ser superada o aminorada 

con la interpretación en concreto.   

En cuanto a la segunda ambigüedad, Guastini indica que con el término 

interpretación se alude a: 

a) la interpretación cognitiva, que consiste en la identificación de los diversos 
significados posibles de un texto normativo… sin escoger alguno de ellos; 

b) la interpretación decisoria, que consiste en elegir un significado 

determinado en el ámbito de los significados identificados (o 
identificables) por medio de la interpretación cognitiva, descartando las 

demás:  
c) la interpretación creativa, que consiste en atribuir a un texto un significado 

“nuevo” –no comprendido entre los identificables a través de la 

interpretación cognitiva- y/o en recabar del texto las normas, las normas 
llamadas “implícitas”, a través de medios pseudológicos (o sea mediante 
razonamientos no deductivos, y por tanto, no concluyentes: por ejemplo, 

mediante el argumento analógico” (2010, pp. 187-188)  

En consecuencia, el primer tipo de interpretación es meramente intelectiva, 

diferenciadora de los distintos significados otorgados a una disposición; el 

segundo tipo le corresponde a los operadores del derecho (juristas, abogados, 

jueces y autoridades administrativas); empero, el tercer tipo “no es, en 

estrictamente hablando, un acto de “interpretación”: como el nombre lo sugiere, se 

trata de un verdadera acto nomopoiético, es decir de creación normativa, cuyo 

nombre apropiado es (tal vez) “construcción jurídica”” (Guastini, 2015, p. 20). 

2.2.2.3. Chiassoni  

 

Para este autor, la interpretación de normas jurídicas es el conjunto de 

operaciones por medio de las cuales se obtienen normas expresas e implícitas con 

el fin de motivar una resolución judicial, es por ello que señala: 
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La identificación de las normas generales, usadas por los jueces como 

premisas en la motivación de las sentencias, depende… de operaciones que 
consisten: a) En obtener normas explícitas de disposiciones… b) En obtener 

normas implícitas a partir de otras normas por hipótesis ya identificadas… A 
todas estas operaciones… los juristas suelen referirse per saturam con el 
apelativo de “interpretación de las normas jurídicas…y se dividen en 

interpretación textual y metatextual (2011, pp. 55-56).  

Para la presente tesis nos centraremos solamente en la primera clasificación, 

esto es, la interpretación textual que “consiste en determinar el significado de una 

disposición… obteniendo de esta una o más normas explícitas, acreditadas o 

acreditables como sus interpretaciones jurídicamente correctas”. (Chiassoni, 2011, 

p. 56), es decir, analizando el sentido literal de las disposiciones, para luego 

demostrar su corrección con un argumento interpretativo.  

Al respecto Zusman manifiesta que con esta interpretación se garantiza “la 

seguridad jurídica porque cuanto más se aparte un juez del texto, mayor será la 

discrecionalidad que ejercerá y mayor la inseguridad que creará. Lo cual en un 

sistema de separación de poderes es inaceptable” (2018, p. 101) 

Continuando con Chiassoni, éste indica que la interpretación textual puede 

ser establecida “esquemáticamente como una actividad compuesta que se articula 

de dos conjuntos correlacionados de operaciones. El primero está constituido por 

las operaciones de interpretación sintáctica de las disposiciones; y, el segundo por 

las operaciones de interpretación semántico-pragmática de las disposiciones”. 

(2011, p. 58) 

Por consiguiente, la interpretación sintáctica de los artículos normativos, es la 

actividad mediante la cual el intérprete, partiendo de los apartados de un artículo, 

llega a identificar las disposiciones de las que, en su fase distinta y sucesiva de su 

operar, obtendrá una o más normas explícitas. A través de ella el intérprete:  
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a) Identifica la función gramatical de los signos lingüísticos utilizados en una 

disposición, procediendo aunque sea provisionalmente, a su categorización en 
términos de las partes de la oración (artículo, nombre, adjetivo, verbo, 

adverbio, preposición, etc.)  
b) Identifica la función lógica de los signos lingüísticos utilizados en la 
disposición, procediendo aunque sea provisionalmente a su categorización en 

términos de análisis lógico de la oración (sujeto, predicado, complemento, 
atributo, aposiciones, etc.)  

c) Establece cuál es la estructura sintáctica de la disposición –por ejemplo, de 
un enunciado simple o complejo, hipotáctico o paratáctico, etc. (Chiassoni, 
2011, pp. 59-60) 

 

Sobre la base de estas operaciones, y especialmente de la última, el intérprete 

“identifica las normas sintácticamente explícitas expresadas por las disposiciones 

interpretadas; eventuales equívocos sintácticos y problemas interpretativos 

sintácticos que deberá resolver en sede de interpretación semántico-pragmática, en 

el momento en que proceda a determinar el significado de la disposición en 

conjunto”. (Chiassoni, 2011, p. 60)  

Por otro lado, la interpretación semántico-pragmática de las disposiciones, 

incluye dos operaciones interdependientes: “por un lado, en determinar el 

significado de las correctas expresiones (palabras y locuciones) utilizadas en la 

disposición; y, por otro lado, en determinar el significado de conjunto de la 

disposición” (Chiassoni, 2011, p. 66) , el cual no depende única ni necesariamente 

del significado lingüístico de sus vocablos considerados de forma aislada, sino de 

una serie amplia de factores:  

1) La estructura de la disposición, a la luz de las pertinentes reglas 
gramaticales… 

2) El contexto lingüístico específico de la disposición, esto es, el entero 

documento normativo, o la parte (considerada por el intérprete) pertinente 
de éste, al que pertenece la disposición que hay que interpretar. 

3) El intercontexto de la disposición, constituido por los otros textos, 
normativos (discurso de las fuentes) y no-normativos (textos dogmáticos-
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jurídicos, etnológicos, filosóficos, jurisprudenciales, etc.) a los que el 

intérprete considere debe y/o puede recurrir al interpretar la disposición. 
4) Los específicos contextos extralingüísticos de la disposición (culturales, 

institucionales, políticos, sociales, históricos, etc.)  (…) esto es, a la luz de 
las cuales, según el juicio del intérprete, la disposición debe ser, igualmente 
interpretada (Chiassoni, 2011, p. 66) 

 

Chiassoni indica que al hacer referencia a las operaciones de interpretación 

textual, se recurre en ocasiones dos locuciones: 

Interpretación en sentido amplio, que consiste en atribuir significado a las 

“normas”, entendiendo con esto a los enunciados del discurso de las fuentes 
formulados en un lenguaje natural (disposiciones). 

Interpretación en sentido estricto… designa la actividad que consiste en 
atribuir significado no ya a las disposiciones en general, sino a las 

disposiciones con significado dudoso, oscuro e incierto. (2011, pp. 67-68). 

 

Sin embargo, precisa que ambas locuciones son poco adecuadas desde una 

perspectiva de metajurisprudencia analítica reconstructiva y terapéutica, que 

pretenda favorecer la circulación de expresiones claras, precisas y no engañosas; 

pues el sentido de la primera locución es genérico, mientras que la segunda es 

limitativa. 

Sugiriéndose en esta última que, en presencia de disposiciones de significado 

claro, no existe con propiedad interpretación (o interpretación en sentido técnico-

jurídico), como sí se daría en presencia de disposiciones de significado dudoso; 

sino que existe únicamente la simple e inmediata comprensión del sentido de las 

disposiciones.  

Agrega que dicha afirmación es objetable, primero porque una disposición es 

clara, en relación con un cierto tipo de problema cuya resolución se requiere y a 

un cierto caso concreto que hay que regular, solo después de haberla interpretado 
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(o comprendido, o como se quiera decir). Segundo porque, la pretensión dirigida a 

los intérpretes, de ofrecer significados justificados o justificables vale en todo 

caso: y por tanto también en presencia de disposiciones con significado claro. 

(2011, pp. 69-70), pero que después de un análisis riguroso sean totalmente 

contrarias al ordenamiento jurídico.  

Por ello, Chiassoni refiere que “no es oportuno utilizar las locuciones 

interpretación en sentido amplio y estricto, adoptando en su lugar la noción de 

interpretación textual de las disposiciones normativas”. (2011, p. 70) 

Por otro lado, para justificar este tipo de interpretación existen distintos tipos 

de modelos argumentativos; en nuestro caso nos acogeremos al “modelo 

argumentativo simple” (Chiassoni, 2011, p. 74) en la medida que guarda relación 

con lo descrito por los anteriores autores.  

Así, para este modelo es importante contar con amplio catálogo de esquemas 

argumentativos usados y utilizables por los operadores del derecho, así como su 

forma de funcionamiento; por ello, adopta los argumentos interpretativos 

propuestos por Tarrello, a saber:   

i) el argumento a contrario; ii) el argumento a simili; iii) el argumento a 
fortiori; iv) el argumento de la completud de la regulación jurídica; v) el 

psicológico; vi) teleológico; vii) histórico; viii) autoritativo (o ab exemplo); 
ix) apagógico (o ab surdo); x) económico; xi) sistemático; xii) equitativo; 
xiii) naturalístico o de naturaleza de las cosas;  xiv) de los principios 

generales del derecho (analogía iuris). (Chiassoni, 2011, p. 75) 

 

Agrega que otra característica de este modelo es que:  

no existen interpretaciones objetivamente correctas; sin embargo, debe ser 

relativizada en relación con el conjunto de argumentos efectivamente 
utilizados y, con el contexto particular de su uso; el mismo que excluye 
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ciertas interpretaciones como absolutamente impracticables (absurdas, 

demenciales, de incompetente, de arrogante sin pudor) o altamente 
opinables…, y encarga a la prudencia y a las valoraciones del concreto 

intérprete la selección de la interpretación correcta, dentro del marco de las 
que resultan practicables. (Chiassoni, 2011, pp. 76-77) 

 

Por tanto, si bien la interpretación textual permite interpretar tanto 

disposiciones con significado aparentemente claro (pues cabe la posibilidad de 

que sea contraria al sistema jurídico) y disposiciones con significado dudoso, 

oscuro e incierto, esta interpretación debe apoyarse en argumentos interpretativos 

que se ajusten a la razón, la lógica y el derecho. 

2.2.2.4.  Principales lineamientos de la interpretación jurídica 

 

Los autores antes descritos coinciden en que:  

Los textos que jueces y juristas identifican como fuentes del derecho son 
usados por ellos de múltiples y diversos modos, siéndoles atribuidos diversos 

significados en diversas circunstancias. Esta constatación fuerza a rechazar al 
formalismo más ingenuo que afirma encontrar entre texto o disposición 

normativa y norma (significado) una relación de identidad, abrazando en 
cambio el escepticismo interpretativo. (Tarrello, 2018, p. 23) 

Asimismo, concuerdan que la interpretación y aplicación de las normas que 

hagan los operadores del derecho es discrecional, por ello el control y reducción 

de esta discrecionalidad disfrazada a veces de arbitrariedad se da a través de los 

argumentos interpretativos. 

Las reglas comunes que se identifican son tres: 

La primera, es que existe diferencia entre enunciado y significado, toda vez 

que un enunciado no presenta un significado unívoco sino diversos por numerosos 

operadores jurídicos en distintos momentos y circunstancias. 
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La segunda, es que la norma (significado) no es una actividad de 

conocimiento sino el fruto de la interpretación realizada.   

La tercera, es que para sustentar y evaluar determinada interpretación existe 

una variedad de argumentos interpretativos, esquemas o modelos argumentativos, 

los mismos que no pueden ser calificados de verdaderos o falsos sino de 

aceptables o practicables.  

De la clasificación efectuada por los citados autores, se tiene que la presente 

tesis se enmarca en una interpretación en abstracto, que consiste en identificar la 

norma expresa o implícita en la infracción con código F1 del D. S. N° 017-2009-

MTC, sin aplicarlo a un caso específico. Asimismo se enmarca dentro de una 

interpretación estricta o textual como lo denomina Chiassoni, debido que se 

interpretará una norma aparentemente clara pero al momento de su aplicación se 

tornaría en dudosa, dando lugar a dos interpretaciones distintas. Por consiguiente, 

la interpretación será de tipo decisoria.  

2.3. Marco Conceptual 

2.3.1. La Superintendencia de Transporte Terrestre de Personas, Carga y 

Mercancías 

 

La SUTRAN fue creada mediante la Ley N° 29380, según la cual está 

“adscrita al Ministerio de Transportes y Comunicaciones, encargada de normar, 

supervisar, fiscalizar y sancionar las actividades transporte de personas, carga y 

mercancías en los ámbitos nacional e internacional y las actividades vinculadas 

con el transporte de mercancías en el ámbito nacional”. (Art. 1°) 

Dentro de sus funciones se encuentran principalmente las siguientes:  
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1. Función normativa: dictar las disposiciones normativas en el ámbito y la 

materia de su competencia. 

2. Función de supervisión, fiscalización, control y sanción: 

a) Supervisar y sancionar a los titulares de los servicios de transporte terrestre 
de los ámbitos nacional e internacional, a los conductores habilitados para el 

servicio y a los titulares y operadores de infraestructura complementaria de 
transporte por los incumplimientos o infracciones en que incurran. 

b) Supervisar y fiscalizar la circulación de vehículos en la red vial bajo su 

competencia, velando por el cumplimiento de lo dispuesto por el Reglamento 
Nacional de Tránsito y el Registro Nacional de Vehículos, sancionando a 
quien corresponda, por las infracciones o incumplimientos de los mismos. …  

c) Administrar el régimen de imposición de papeletas por las infracciones de 

tránsito detectadas en la red vial bajo su competencia…  

j) Ejercer potestad administrativa sancionadora respecto de los temas 
señalados en las literales a), b), c), d), e), f), g), h) e i).  (Ley N° 2938, Art. 

4°) 

 

Ahora bien, dentro de los dispositivos que regulan el transporte terrestre, 

cuyo cumplimiento supervisa la SUTRAN se encuentran los siguientes: “la Ley 

Nº 27181 - Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre (en adelante Ley Nº 

27181) y el Reglamento Nacional de Administración del Transporte, aprobado por 

D.S. N° 017-2009-MTC”. (SUTRAN, 2020). 

Así, el RENAT en el Título I, artículo 4° divide el servicio de transporte en 

base a tres aspectos:  

Tabla 1: Clasificación del transporte 

Criterios de clasificación  (D. S. N° 017-2009-MTC, Art.4°) 

Ámbito 

territorial  
- Provincial  
- Regional  
- Nacional  

Elemento 

transportado  
- Personas  
- Mercancías  

Actividad realizada  

- Servicio de transporte público de personas 
- Servicio de transporte regular de personas 

de ámbito nacional, regional y provincial. 
- Servicio estándar. 
- Servicio diferenciado.  

- Servicio de transporte especial de personas 
- Servicio de transporte turístico 

- Traslado 



 

27 
 

- Visita local  
- Excursión  
- Gira 
- Circuito  
- Aventura 

- Servicio de transporte de trabajadores 
- Servicio de transportes de estudiantes 
- Servicio de transporte social  
- Servicio de transporte de auto colectivo  
- Servicio de taxi  

- Servicio de transporte de mercancías  
- Servicio de transporte de materiales y 

residuos peligroso  
- Servicio de transporte de envíos de entrega 

rápida 
- Servicio de transporte de dinero y valores 
- Servicio de transporte de otras mercancías 

que se consideren especiales 
- Servicio de transporte internacional  

 

Dicho transporte es fiscalizado por Inspectores1 de la SUTRAN, a través de 

un “trabajo de campo, de gabinete o por auditorias anuales de servicios” (RENAT, 

Art. 91°); existiendo la posibilidad de la imposición de las sanciones 

administrativas y medidas preventivas cuando se cometa una o varias infracciones 

prescritas en las Tablas de Infracciones y Sanciones, que aparecen como anexo al 

RENAT.   

En ese sentido, la Ley Nº 27181, refiere que “las infracciones de transporte y 

tránsito terrestre se clasifican en leves, graves y muy graves” (Art.25°), asimismo 

están reguladas en los artículos 98° y 100° del RENAT, y son:  

a) Amonestación a la empresa.  

b) Multa a la empresa y/o al conductor y/o al peatón.  
c) Suspensión de la licencia de conducir. 
d) Suspensión de la concesión, autorización o permiso, según corresponda.  

                                                                 
1 Para ello deberán estar acreditados por el Ministerio de Transportes y Comunicaciones en cuatro 

materias, las cuales son Fiscalización del Servicio de Transporte, Fiscalización de Pesos y 

Medidas, Fiscalización de los Servicios Complementarios y Fiscalización de Transito . 
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e) Inhabilitación para bridar el servicio de transporte o realizar las 

actividades vinculadas al transporte y tránsito terrestre.  
f) Cancelación definitiva de la licencia de conducir e inhabilitación del 

conductor.  
g) Cancelación definitiva de la concesión, autorización o permiso, según 

corresponda.  

h) Suspensión, cancelación e inhabilitación definitiva de la inscripción en el 
registro en el que consta la autorización de los recursos humanos para 

participar en la prestación del servicio de las empresas prestadoras de 
servicio de transporte o servicios complementarios.  

i) Inhabilitación para brindar el servicio de transporte o realizar las 

actividades vinculadas al tránsito terrestre o servicios complementarios. 
j) Cancelación definitiva del título habilitante a la empresa prestadora del 

servicio de transporte o servicios complementarios. (Ley 27181, Art. 26°, 
num. 1)  

 

A su vez, las medidas complementarias a las infracciones están previstas en el 

numeral 2 del artículo 26° de la Ley Nº 27181, y artículo 107° del RENAT, a 

saber:  

a) Retención de licencia de conducir. 

b) Retención del vehículo. 
c) Internamiento del vehículo. 
d) Remoción del vehículo. 

e) Clausura temporal del local. 
f) Suspensión precautoria de la autorización. 

g) Interrupción del viaje.  
h) Paralización de la actividad… (Ley N° 27181, Art. 26°, num. 2) 

Finalmente entre las medidas que podrán imponerse se encuentran: 

a) Cierre del establecimiento. 

b) Cancelación de autorización.  
c) implementación del equipamiento y/o instrumentos de seguridad o la 

condición técnica faltante. 
d) Inhabilitación del vehículo y/o conductor 
e) Entre otras que se consideren necesarias. (Ley N° 27181, Art. 26°, num. 3) 

 

Una vez, cometida una infracción, corroborada a través de medios 

probatorios, e individualizado el sujeto infractor, se formaliza dicho acto con “un 
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acta de control o la expedición de la resolución de inicio del procedimiento 

sancionador, según corresponda” (RENAT, Art. 92, num.3).  

El procedimiento sancionador abarca desde la “notificación de inicio del 

mismo hasta la imposición de sanción en un plazo de 30 días hábiles, contados a 

partir del día siguiente de vencido el plazo para presentar descargos o desde 

presentados éstos, lo que ocurra primero, bajo responsabilidad”. (RENAT, Art. 

92°, num. 4) 

Procedimiento que se asienta en el poder sancionador de la administración 

pública normada en el artículo 248° del Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General – Ley N° 27444, y los principios del 

artículo IV de su Título Preliminar.  

2.3.2. Derechos fundamentales  

2.3.2.1. Derecho a la libertad locomotora 

2.3.2.1.1. Regulación normativa  

La libertad locomotora es una “expresión del derecho a la libertad, que es un 

derecho de primera generación” (Mesía & Sosa, 2005, p. 174). Está regulada 

externamente por la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH), 

del 10 de diciembre de 1948, que en el numeral 1 de su artículo 13° prescribe: 

“toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el 

territorio de un Estado”. 

De igual manera por el numeral 1 del artículo 22° la Convención Americana 

de Derechos Humanos (CADH), del 22 de noviembre de 1969, y por el artículo 

12° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PISDESC), del 16 de 

diciembre de 1966, cuando refieren de forma similar: “toda persona que se halle 
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legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a circular libremente por él 

y a escoger libremente en él su residencia.” 

Por su parte, la Constitución Política del Perú de 1993 (CP), regula la libertad 

de tránsito en el numeral 11 del artículo 2°, al prescribir que toda persona tiene 

derecho: “a elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a 

salir de él y a entrar en él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por 

mandato judicial o por aplicación de la ley de extranjería”. 

Así como por el Código Procesal Constitucional Peruano de 2004 (CPC), que 

prevé el Proceso Constitucional de Habeas Corpus “ante la acción u omisión que 

amenace o vulnere” (Art, 25, num. 6) este derecho.  

2.3.2.1.2. Definición de libertad de tránsito  

Según Mesía y Sosa “este derecho es también conocido como libertad de 

locomoción o de desplazamiento y reconoce la facultad de las personas para 

trasladarse por donde quieran y asentarse donde les plazca” (2005, p. 174). 

En efecto, el Tribunal Constitucional Peruano (TC) a través de la sentencia 

recaída en el Expediente N° 2876-2005-PHC/TC LIMA2 del 22 de junio de 2005, 

fundamento 11 estableció que: 

La facultad de un libre tránsito comporta el ejercicio del atributo de ius 
movendi et ambulandi. Es decir, supone la posibilidad de desplazarse 

autodeterminativamente en función a las propias necesidades y aspiraciones 
personales, a lo largo y ancho del territorio, así como a ingresar o salir de él, 

cuando así se desee. 
Se trata de un imprescindible derecho individual y de un elemento 
conformante de la libertad.  Más aún, deviene en una condición indispensable 

para el libre desarrollo de la persona, toda vez que se presenta como “el 

                                                                 
2 Todas las sentencias utilizadas han sido extraídas de la página web del Tribunal Constitucional 

Peruano, sección Jurisprudencia Sistematizada.  
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derecho que tiene toda persona para ingresar, permanecer, circular y salir 

libremente del territorio nacional” (Tribunal Constitucional, 2020, p. 8) 
 

Esto último, en tanto que la libertad de tránsito es “una proyección de la 

libertad física, esto es, como el despliegue espacial de la libertad personal 

reconocida por el inciso 24 del artículo 2 (derecho a no ser arrestado sin causa 

justa y de conformidad con la ley). Sin duda, de muy poco serviría la libertad 

física si no se encontrara acompañada de las libertades de movilizarse y salir e 

ingresar del territorio nacional” (Mesía & Sosas, 2005, p. 174). 

Asimismo porque “… resulta indispensable para el desarrollo de la persona 

humana, ya que permite el ejercicio de otro derechos constitucionales, como los 

políticos y los económicos, sociales y culturales” (Defensoría del Pueblo, 2004, p. 

10).  

De otro lado porque tiene como finalidad uno de los fines superiores del 

Estado y sociedad peruana:  

… resguardar uno de los pilares en que se sustenta el principio de dignidad de 
la persona humana; su libertad; el cual se sitúa, a la vez, como uno de los 

valores en que se sustenta la forma de organización democrática del Estado 
Peruano, consagrada en el artículo 43° de la Constitución. (Defensoría del 
Pueblo, 2004, p. 11)  

 

2.3.2.1.3. Titularidad y resguardo 

De acuerdo con el Expediente N° 2876-2005-PHC/TC LIMA, fundamento 

12, la titularidad este derecho como “sujeto activo recae en una persona natural o 

extranjera, y que el sujeto pasivo es el Estado o cualquier persona natural o 

jurídica reconociéndose así la eficacia no solo vertical del derecho fundamental, 

sino también horizontal” (Tribunal Constitucional, 2005, pp. 8-9).  
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Respecto a su protección y manifestación el Máximo Intérprete de la 

Constitución en la aludida sentencia, fundamento 14, refiere que:  

La facultad de desplazamiento se manifiesta a través del uso de las vías de 
naturaleza pública o de las vías privadas de uso público. En el primer caso, el 
ius movendi et ambulandi se expresa en el tránsito por parques, calles, 

avenidas, carreteras, entre otros. En el segundo, por ejemplo, se muestra en el 
uso de las servidumbres de paso. En ambos casos, el ejercicio de dicha 

atribución debe efectuarse respetando el derecho de propiedad y las normas 
derivadas del poder de Policía (Tribunal Constitucional, 2005, pp. 10-11).  

     

Consecuentemente el disfrute de este derecho comprende dos aspectos 

sustanciales: 

… la utilización de una vía de circulación y de un medio de transporte. En lo 

relativo a la vía de circulación, ésta puede ser terrestre, subterránea, aérea, 
marítima, fluvial o lacustre. En cuanto al medio de transporte… pedestre, 

vehicular o a lomo de bestia. ... autos, motos, camiones, aviones, barcos, 
bicicletas y cualquier otro que permita este libre ejercicio del movimiento. 
(Tribunal Constitucional, 2005, p. 11)  

En esa línea, para ejercer el derecho a la libertad locomotora se requiere de la 

capacidad de las personas y la defensa de los medios de transporte que permiten el 

desplazamiento respectivo.  

2.3.2.1.4. Restricciones de la libertad de tránsito  

La libertad de tránsito no es un derecho absoluto sino que puede ser objeto de 

limitaciones en su ejercicio con el fin de salvaguardar otros bienes jurídicos que 

también son amparados por la Constitución Política, empero tales restricciones 

deben respetar los principios de legalidad y proporcionalidad; así lo ha entendido 

el Tribunal Constitucional cuando en el Expediente N° 2876-2005-PHC/TC 

LIMA, fundamento 15 refiere:  

La aplicación de una medida restrictiva a un caso concreto debe ajustarse al 

principio de razonabilidad, ser adecuada para desempeñar su función 
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protectora, posibilitar ser el instrumento menos perturbador de los que 

permitan conseguir el resultado deseado, y guardar proporción con el interés 
que debe protegerse. (Tribunal Constitucional, 2005, pp. 11-12)  

 

Tales restricciones han sido estipuladas por el Tribunal Constitucional en la 

sentencia recaída en el Expediente N° 3482-2005-PHC/TC LIMA, del 27 de junio 

de 2005, fundamento 7, estas son: “explícitas o implícitas”, siendo que:  

Las restricciones calificadas como explícitas reconocidas de modo expreso y 

pueden estar referidas tanto a supuestos de tipo ordinario, como los 
enunciados por el inciso 11) del artículo 2° de la Constitución (mandato 

judicial, aplicación de la ley de extranjería o razones de sanidad), como a 
supuestos de tipo extraordinario (los previstos en los incisos 1 y 2 del artículo 
137° de la Constitución, referidos a los estados de emergencia y de sitio, 

respectivamente). (Tribunal Constitucional, 2005, p. 4).  

 

Estas a su vez han sido desarrolladas en los “expedientes N° 05994-2005, 

06322-2005, 2508-2005, 1790-2005 y 2876-2005-PHC/TC” (Tribunal 

Constitucional, 2020), en éste último con mayor precisión. Son las siguientes:   

A. Restricciones explícitas ordinarias  

Son aquellas que “en un estado de normalidad constitucional, se estima 

necesario que deben protegerse otros derechos fundamentales o bienes jurídicos”. 

(Expediente N° 2876-2005-PHC/TC). Los supuestos son: razones sanitarias, 

jurisdiccionales, de extranjería, políticas, capacidad de ejercicio y por razones 

administrativas. Al respecto el citado Tribunal ha referido:  

Razones administrativas: Pueden exigirse determinados requisitos legales o 
administrativos para el ejercicio del derecho, los cuales deben ser razonables 

a fin de no desnaturalizarlo; en el caso del transporte público, es necesario 
contar con una licencia de funcionamiento para transitar por las vías que se 

autoricen. (Tribunal Constitucional, 2005, p. 14)) 
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B. Restricciones explícitas extraordinarias 

Se presentan, de acuerdo al Expediente N° 2876-2005-PHC/TC, fundamento 

17, cuando “existen situaciones singulares, que ameritan una intervención rápida y 

concreta”. Estas son: estado de emergencia o de sitio (artículo 137° de la 

Constitución Política), asilo diplomático y extradición”.  (Tribunal Constitucional, 

2005, p. 14)) 

C. Las restricciones implícitas 

Según la sentencia emitida en el Expediente N° 05994-2005-PH/TC 

fundamento 13, alude a circunstancias en las que es “necesario vincular el derecho 

reconocido… con otros derechos o bienes constitucionalmente relevantes, a fin de 

poder determinar, dentro de una técnica de ponderación, cuál de ellos es el que, 

bajo determinadas circunstancias, debe prevalecer” (Tribunal Constitucional, 

2005, p. 8). De ahí que en la sentencia recaída en el Expediente N° 2876-2005-

PH/TC, fundamento 18, se resaltan los siguientes casos:   

Seguridad ciudadana: La seguridad ciudadana no debe ser observada como un 

derecho fundamental sino como un bien jurídico protegido, habida cuenta que 
hace referencia a un conjunto de acciones o medidas que están destinadas a 
salvaguardar el desarrollo de la vida comunitaria dentro de un contexto de 

paz, tranquilidad y orden, mediante la elaboración y ejecución de medidas 
vinculadas al denominado poder de Policía. La seguridad ciudadana consolida 

una situación de convivencia con ‘normalidad’, vale decir, preservando 
cualquier situación de peligro o amenaza para los derechos y bienes 
esenciales para la vida comunitaria. … 

Seguridad nacional: El Comité de Derechos Humanos de la Organización de 
las Naciones Unidas, como parte de la ya mencionada Observación General 
N.° 27, reconoce la posibilidad restricciones a zonas militares por motivos de 

seguridad nacional. Asimismo, se puede recurrir a una restricción válida y 
necesaria de la libertad de tránsito para la protección de la seguridad nacional 

y el orden público. (Constitución Política, 2005, p. 15-16) 
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2.3.2.2. Derecho al trabajo  

 

2.3.2.2.1. Regulación jurídica 

El derecho al trabajo, es un derecho de segunda generación, y ha sido 

extensamente desarrollado por diversos instrumentos jurídicos, a saber: 

A nivel mundial por la DUDH, del 10 de diciembre de 1948, que en el 

numeral 1 del artículo 23° refiere: “toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre 

elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la 

protección contra el desempleo”. 

Asimismo, por el PIDESC, del 03 de enero de 1976, que señala: 

Artículo 6 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que 
comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida 

mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas 
adecuadas para garantizar este derecho… 
Artículo 7 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona 
al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren 

en especial: 
a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de 

ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de 
trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual.  

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a 
las disposiciones del presente Pacto. (PISDEC, 1976, Art. 6°-7°) 

 

A su vez, por el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturale s, 

del 17 de noviembre de 1988 indica:  
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Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al 

trabajo al que se refiere el artículo anterior, supone que toda persona goce del 
mismo en condiciones justas, equitativas y satisfactorias, para lo cual dichos 

Estados garantizarán en sus legislaciones nacionales, de manera particular: 

b. el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la 
actividad que mejor responda a sus expectativas y a cambiar de empleo, de 
acuerdo con la reglamentación nacional respectiva. (Art. 7, Lit. b)  

 

En nuestro país este derecho está previsto en la Constitución Política, en el 

numeral 15 del artículo 2° que refiere que “toda persona tiene derecho a trabajar 

libremente con sujeción a la ley”; así como por el artículo 22° que establece: “el 

trabajo es un deber y un derecho. Es base del bienestar social y un medio de 

realización de la persona”, del mismo modo se ha señalado que:   

El trabajo, en sus diversas modalidades, es objeto de atención prioritaria del 

Estado, el cual protege especialmente a la madre, al menor de edad y al 
impedido que trabajan. 

El Estado promueve condiciones para el progreso social y económico, en 
especial mediante políticas de fomento del empleo productivo y de educación 

para el trabajo. 

Ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos 
constitucionales, ni desconocer o rebajar la dignidad del trabajador. 

Nadie está obligado a prestar trabajo sin retribución o sin su libre 

consentimiento. (Constitución Política, 1993, Art. 23°) 

 

También por los artículos 23°, 25°, 26°, 27°, 28°, 29° y artículo 59° de la 

Carta Magna, que entre otras cosas prevé la obligación del Estado Peruano de 

garantizar la libertad de trabajo. Preceptos constitucionales que han sido 

desarrollados por leyes laborales y civiles, como la Ley N° 29497 - Nueva Ley 

Procesal del Trabajo y su Reglamento y el Código Civil de 1984.   

Todos estos instrumentos jurídicos coindicen en que el trabajo es en primer 

lugar, un derecho que involucra la libertad de elegir dónde trabajar, para quién 
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trabajar y cuándo trabajar; así como la libertad de no aceptar, cambiar o renunciar 

al empleo desempeñado; y en segundo lugar, es un deber para los Estados, de 

brindar las condiciones necesarias para su ejercicio digno y la realización del 

trabajador y su bienestar social.  

2.3.2.2.2. Definición de trabajo 

Al respecto, en la sentencia recaída en el Expediente N° 008-2005-PI/TC, del 

12 de agosto de 2005, fundamento 18, se ha definido al trabajo como:  

La aplicación o ejercicio de las fuerzas humanas, en su plexo espiritual y 
material, para la producción de algo útil. En ese contexto, implica la acción del 

hombre, con todas sus facultades morales, intelectuales y físicas, en aras de 
producir un bien, generar un servicio, etc.… 

La importancia del trabajo descansa en tres aspectos sustantivos: 

- Esencialidad del acto humano, destinado al mantenimiento y desarrollo de la 

existencia y coexistencia sociales. 

- Vocación y exigencia de la naturaleza humana. El trabajo es sinónimo y 
expresión de vida. 

- Carácter social de la función, ya que sólo es posible laborar verdaderamente 

a través de la colaboración directa o indirecta de otro ser humano, o sea, 
trabajando con y para los otros. (Tribunal Constitucional, 2005, s/p) 

 

Definición genérica que engloba todo tipo de trabajo legal que desempeñe 

una persona, que le permita desarrollarse como ser humano y contribuir a la 

sociedad, por ejemplo: un pintor, un conductor, un abogado, un economista, etc.  



 

38 
 

En ese sentido, Neves Mujica (2003, p. 16) realiza un esquema del trabajo 

humano: 

 

 

De ahí que el trabajo humano puede ser: i) trabajo productivo, por cuenta 

ajena, libre y subordinado; ii) trabajo productivo, por cuenta ajena, libre y 

autónomo; iii) trabajo por cuenta ajena y forzoso; y, iv) trabajo productivo por 

cuenta propia.  

El primer tipo, correspondería al Derecho Laboral, puesto que el elemento 

principal de un contrato laboral –aparte de la prestación personal y remunerada- es 

la subordinación del trabajador al empleador, que “le permite al acreedor del 

trabajo dirigir la prestación del deudor” (Neves, 2003, p. 26). Por lo que a fin de 

disminuir las relaciones asimétricas entre trabajador y empleador nuestro país ha 

promulgado diferentes leyes laborales como la Ley N° 29497 - Nueva Ley 

Procesal del Trabajo y su Reglamento, el Decreto Legislativo N° 728°, Decreto 

Legislativo N° 276, entre otros.  

Trabajo 
humano 

Productivo

Por cuenta 
ajena 

Libre 

Subordinado 

Autónomo 

Forzoso 
Por cuenta 

propia 
No 

productivo

Figura 1: Tipos de Trabajo 

Fuente: Elaborada por Neves, J. (2003). Introducción al derecho laboral. (2 Ed.). Lima: PUPC 
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El segundo tipo, correspondería a las relaciones laborales no subordinadas en 

las que media un Contrato de Locación de Servicios o un Contrato de Obra, 

regulados en los artículos 1764° al 1789° del Código Civil.  

El tercer tipo, está proscrito en nuestra legislación, así como en los 

instrumentos jurídicos internacionales. Finalmente el cuarto tipo, correspondería a 

aquel trabajo en el que en una misma persona se reúnen las calidades de 

trabajador y empleador, y “es titular de los bienes o servicios producidos, de los 

que dispondrá después a cambio de dinero” (Neves, 2003, p. 20) 

En este contexto, el derecho al trabajo no culmina en el derecho laboral, en el 

que media una relación de subordinación entre empleador y trabajador, sino que al 

constituir un derecho humano y constitucional su protección jurídica se extiende a 

todas aquellas formas de trabajo -legal y elegido libremente- que permitan el 

desarrollo integral de los trabajadores, sus familias, y por ende la sociedad. 

2.3.2.2.3. Libertad de trabajo  

Está prevista en el artículo 2° numeral 15 de la Constitución Política y según 

el Expediente N° 0008-2003-AI/TC LIMA, del 11 de noviembre de 2003, 

fundamento 26, c), esta libertad se formula como:  

El atributo para elegir a voluntad la actividad ocupacional o profesional que 

cada persona desee o prefiera desempeñar, disfrutando de su rendimiento 
económico y satisfacción espiritual; así como de cambiarla o de cesar de ella. 
Para tal efecto, dicha facultad autodeterminativa deberá ser ejercida con 

sujeción a la ley. Por ello es que existen limitaciones vinculadas con el orden 
público, la seguridad nacional, la salud y el interés público. 

La Constitución asegura el derecho de optar, a condición de que sea lícita, por 

alguna actividad de carácter intelectual y/o física, con el objeto directo o 
indirecto de obtener un provecho material o espiritual; tal atributo se extiende 

a la potestad de posteriormente cambiar o cesar en dicha labor.  (Tribunal 
Constitucional, 2003, s/p)  
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En esa línea, el Máximo Intérprete de la Constitución estableció en la 

sentencia recaída en el Expediente N° 03330-2004-AA/TC LIMA, fundamento 

31, del 11 de julio de 2005, que esta libertad es una manifestación del derecho al 

trabajo, por ende:  

El Estado no solo debe garantizar el derecho de acceder a un puesto de 

trabajo o a proteger al trabajador frente al despido arbitrario, sino que, 
además, debe garantizar la libertad de las personas de elegir la actividad 

mediante la cual se procuran los medios necesarios para su subsistencia. 

En tal sentido, el Estado debe proteger tanto al trabajador dependiente como a 
la persona que realiza actividades económicas por cuenta propia. Siendo así, a 
efectos de su protección, “no existe diferencia alguna entre el individuo que 

se gana la vida como trabajador por cuenta ajena del que lo hace por cuenta 
propia” y, por ello, sería una aberración "afirmar que es más digno 

constitucionalmente hablando el trabajo dependiente que el independiente”. 
(Tribunal Constitucional, 2005, pp. 21-22) 

 

Por tanto, la libertad de trabajo comprende de manera enunciativa “el derecho 

de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la actividad que mejor 

responda a sus expectativas, la libre elección del trabajo, la libertad para aceptar o 

no un trabajo y para cambiar de empleo”. (Exp. N° 661-04-AA/TC JUNÍN LA 

MERCED, Fund. 5) no importando si éste es por cuenta ajena o propia.  

2.3.2.2.4. El trabajo como derecho 

Sobre el particular en la sentencia recaída en el Expediente N° 10287-2005-

AA/TC, del 03 de marzo de 2006, fundamento 7 se ha señalado que “el contenido 

o ámbito de protección del derecho al trabajo constituye la facultad de ejercer toda 

actividad que tenga como finalidad el sustento vital de la persona” (Tribunal 

Constitucional, 2006, párr. 15) y más ampliamente en la sentencia emitida en el 
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Expediente N° 1124-2001-AA/TC LIMA, del 11 de julio de 2002, fundamento 12, 

se indicó que éste implica:  

… el derecho que tiene toda persona a acceder a un puesto de trabajo, por una 
parte y, por otra, el derecho a no ser despedido sino por causa justa.  … en el 
primer caso, el derecho al trabajo supone la adopción por parte del Estado de 

una política orientada a que la población acceda a un puesto de trabajo... El 
segundo… entendido como proscripción de ser despedido salvo por causa 

justa. (Tribunal Constitucional, 2002, párr. 22)  

 

2.3.2.2.5. Elementos  

La Observación General N° 18 del Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, aprobada el 24 de noviembre de 2005, resalta los elementos 

de la actividad del trabajo, los cuales son:  

Disponibilidad. Los estados partes deben contar con servicios especializados 

que tengan por función ayudar y apoyar a los individuos para permitirles 
identificar el empleo disponible y acceder a él.  

Accesibilidad. …reviste tres dimensiones: no discriminación en el acceso y 

conservación del empleo, accesibilidad física, y a procurar, obtener y difundir 
información sobre los medios para obtener acceso al empleo mediante el 
establecimiento de redes de información sobre el mercado del trabajo en los 

planos local, regional, nacional e internacional. 

Aceptabilidad y calidad. La protección del derecho al trabajo presenta varias 
dimensiones, especialmente el derecho del trabajador a trabajar en 

condiciones justas y favorables de trabajo, en particular a condiciones 
laborales seguras, el derecho a constituir sindicatos y el derecho a elegir y 
aceptar libremente empleo. (Observación General, 2005, pp. 5-6) 

En la práctica no siempre se presentan todos estos elementos, unos en mayor 

medida que otros, por lo que se convierte en obligación de los Estados Parte el 

ejecutar medidas destinadas a garantizarlos.  
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2.3.2.2.6. Obligaciones 

El artículo 23° de la Constitución Política establece como obligación 

primordial del Estado Peruano la protección del trabajo en sus diferentes formas, 

especialmente a las madres, niños, niñas o adolescentes que trabajan y a los 

impedidos de trabajo – “veteranos de guerra” (Mantero, 2005, p. 528).  

Asimismo debe crear condiciones para el avance de la sociedad y economía, 

por medio de políticas de fomento del empleo productivo y de educación para el 

trabajo. De igual modo el artículo 58° y 59°. Todo esto hace que veamos al Estado 

comprometido en la provisión de trabajo (en especial el que cree nueva riqueza), 

bien a través de sus políticas públicas hacia el sector privado o público 

productivo, bien a través de programas sociales que estimulen el uso de mano de 

obra en trabajos útiles” (Rubio, 1999, pp. 226-227)  

Por otro lado, el precitado artículo refiere que el Estado debe garantizar que 

ninguna relación limite el ejercicio de los derechos constitucionales, ni 

desconozca o rebaje la dignidad del trabajador.  Cuando se alude a “derechos 

constitucionales” no se precisa sin son estrictamente laborales u otros 

constitucionales, por tanto, como señalan Cortés, García y Gonzáles: 

Entendemos que son ambos, pero en este contexto son los segundos los que 
de alguna manera tienen mayor relevancia en este artículo, ya que los 
laborales están reconocidos expresamente en otras disposiciones 

constitucionales e irradian desde ahí la posibilidad de sus excesivas 
limitaciones"  … debería ser extensiva a los trabajadores independientes, los 

que también ven afectada muchas veces su dignidad. … (2004, p. 534) 
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Finalmente, ninguna persona está constreñida a prestar trabajo sin 

remuneración o sin su libre consentimiento, caso contrario deben ser sancionados 

conforme a las leyes de la materia.  

2.3.3. Principios del derecho administrativo  

 

Para Morón los principios del procedimiento administrativo son: 

Los elementos que el legislador ha considerado básicos para encausar, 
controlar y limitar la actuación de la administración y de los administrados en 

todo procedimiento. Controlan la libertad o discrecionalidad de la 
administración en la interpretación de las normas existentes, en la integración 
jurídica para resolver aquello no regulado, así como para desarrollar las 

normas, administrativas complementarias (2001, p. 25). 

  

Están previstos en el artículo VI del Título Preliminar del Texto Único 

Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General – Ley N° 27444, 

aprobado por Decreto Supremo N° 004-2019-JUS, del 25 de enero de 2019 y son 

diecinueve, de los cuales únicamente desarrollaremos uno, este es, el principio de 

verdad material.  

2.3.3.1. Verdad material  

 

Este principio está prescrito en el numeral 11 del artículo IV del Título 

Preliminar del TUO de la Ley N° 27444 y se enuncia de la siguiente manera: 

En el procedimiento, la autoridad administrativa competente deberá verificar 

plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual 
deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la 
ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados o hayan 

acordado eximirse de ellas. (TUO de la Ley N° 27444, 2019, Art. IV, num. 
11). 
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De acuerdo con esta directriz el órgano resolutor debe “ajustarse a los hechos, 

prescindiendo de que ellos hayan sido alegados y probados por el particular o 

no… Si la decisión administrativa no se ajusta a los hechos materialmente 

verdaderos, su acto estará viciado por esta sola circunstancia” (Gordillo, 2013, p. 

465). 

En otras palabras, “las actuaciones administrativas deben estar dirigidas a la 

identificación y esclarecimiento de los hechos reales producidos y a constatar la 

realidad, independientemente de cómo hayan sido alegadas, y, en su caso, 

probados por los administrados” (Morón, 2001, p. 40).  

2.3.4. Principios del derecho administrativo sancionador  

 

En principio se debe establecer que “la potestad sancionatoria pública o ius 

puniendi se manifiesta en el sistema jurídico peruano de distintas formas, una de 

ellas es el Derecho Administrativo Sancionador” (Rojas, 2015, p. 35) que tiene 

como objetivo “reprimir ciertas conductas o disuadir del incumplimiento de la 

normativa [administrativa] vigente” (Morón, 2019, p. 390) a través de un 

procedimiento legal que otorgue al administrado suficientes garantías para su 

defensa.  

Una de estas garantías son los once principios previstos en el artículo 248°, 

Capítulo III: Procedimiento Sancionador del TUO de la Ley N° 27444, los cuales 

cumplen una triple función respecto a la potestad sancionadora:  

La fundante: preceden a la existencia misma de cualquiera de las reglas para 
ejercer un procedimiento sancionador; la interpretativa: sirven de criterio 

hermenéutico para absolver cualquier duda sobre el sentido y alcance de las 
reglas de la potestad sancionadora; y la integradora; sirven de fuente de 

integración para cubrir los vacíos o lagunas de regulación que se puedan 
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identificar en la aplicación de las normas sancionadoras.  (Morón, 2019, p. 

398). 

 

De esta forma se evita la discrecionalidad de las autoridades administrativas, 

que muchas veces disfrazada de arbitrariedad vulnera derechos fundamentales de 

los administrados, pues como bien ha señalado el Tribunal Constitucional Peruano 

en el fundamento 6 de la sentencia recaída en el Expediente N° 1003-98-AA/TC 

LIMA, del 06 de agosto de 2002:  

La aplicación de una sanción administrativa constituye la manifestación del 
ejercicio de la potestad sancionatoria de la Administración. Como toda 
potestad, no obstante, en el contexto de un Estado de Derecho (artículo 3º 

Constitución), está condicionada, en cuanto a su propia validez, al respeto de 
la Constitución, los principios constitucionales y, en particular, de la 

observancia de los derechos fundamentales. Al respecto, debe resaltarse la 
vinculatoriedad de la Administración… al irrestricto respeto del derecho al 
debido proceso y, en consecuencia, de los derechos fundamentales procesales 

y de los principios constitucionales (v.gr. legalidad, razonabilidad, 
proporcionalidad, interdicción de la arbitrariedad) que lo conforman. 

(Tribunal Constitucional, 1998, párr. 23) 

 

En igual sentido la CIDH en la sentencia del Caso Baena Ricardo y otros Vs. 

Panamá, del 02 de febrero de 2001, fundamento 126 refirió que “en cualquier 

materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la discrecionalidad de la 

administración tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los 

derechos humanos”. Asimismo en el fundamento 127 indicó que “es un derecho 

humano el obtener todas las garantías que permitan alcanzar decisiones justas, no 

estando la administración excluida de cumplir con este deber. Las garantías 

mínimas deben respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier otro 

procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas”. (CIDH, 

2001, p. 84) 
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Por ello, y para defender la postura de la presente tesis desarrollaremos 

únicamente el principio de legalidad, tipicidad y razonabilidad previstos en los 

numerales 1, 3 y 4 del artículo 248° del TUO de la Ley N° 27444. 

2.3.4.1. Principio de legalidad  

 

Está regulado en el artículo 9° de la CADH al señalar que “nadie puede ser 

condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran 

delictivos según el derecho aplicable.” 

Si bien la regulación de este principio sugiere su aplicación en el ámbito 

penal, la CIDH en las sentencias recaídas en los casos Maldonado Ordóñez Vs. 

Guatemala del 03 de mayo de 2016 y Baena Ricardo y otros Vs, Panamá del 02 de 

febrero de 2001, determinó en el fundamento 86 y 106 respectivamente, que dicho 

principio también es aplicable al ámbito administrativo sancionador en cuanto 

expresión del ius puniendi del Estado; por lo que:  

En un sistema democrático es preciso extremar las precauciones para que 

dichas medidas se adopten con estricto respeto a los derechos básicos de las 
personas… Asimismo, en aras de la seguridad jurídica es indispensable que la 

norma punitiva, sea penal o administrativa, exista y resulte conocida, o pueda 
serlo, antes de que ocurran la acción o la omisión que la contravienen y que 
se pretende sancionar. La calificación de un hecho como ilícito y la fijación 

de sus efectos jurídicos deben ser preexistentes a la conducta del sujeto al que 
se considera infractor. De lo contrario, los particulares no podrían orientar su 

comportamiento conforme a un orden jurídico vigente y cierto, en el que se 
expresan el reproche social y las consecuencias de éste. (CIDH, 2001, Pp. 84-
85)  

Asimismo, en la sentencia del Caso García Asto Rojas Vs. Perú de fecha 25 

de noviembre de 2005, fundamento 187 manifestó que “el principio de legalidad 

preside la actuación de todos los órganos del Estado, en sus respectivas 

competencias, particularmente cuando viene al caso el ejercicio del poder 
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punitivo”; por consiguiente su observancia es de obligatorio cumplimiento para 

todos los Estados parte. 

En igual sentido, el constituyente peruano ha regulado este principio en el 

literal d), numeral 24 del artículo 2 de la Constitución Política, al referir que 

“nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de 

cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e 

inequívoca como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la 

ley”. Habiendo sido traspasado al derecho administrativo sancionador en el los 

siguientes términos:  

Sólo por norma con rango de ley cabe atribuir a las entidades la potestad 
sancionadora y la consiguiente previsión de las consecuencias administrativas 

que a título de sanción son posibles de aplicar a un administrado, las que en 
ningún caso habilitarán a disponer la privación de libertad. (TUO de la Ley 
N° 27444, 2019, Art. 248°, num. 1)  

 

Pudiéndose identificar de esta norma tres enunciados, que a decir de Morón 

configuran la cobertura legal de la potestad sancionadora: 

Reserva legal para la atribución de la potestad sancionadora. Ninguna 
autoridad por importantes que le considerare para su cumplimiento funcional 

puede atribuirse capacidad sancionadora sobre los administrados, si así no se 
le ha otorgado expresamente por la ley expresa.  

Es una reserva explicita a favor de la ley para poder autorizar a las entidades a 

sancionar, que preserva el ámbito natural de la libertad ciudadana y los 
derechos fundamentales. Precisamente esta norma acoge en el ámbito 
administrativo el principio constitucional que los derechos fundamentales solo 

pueden limitarse con la conformidad legal y no solo por acto directo de la 
administración. 

Reserva legal para habilitar las sanciones aplicables por la administración. 

Ninguna autoridad puede crearse sus sanciones aplicables, de modo general 
(mediante reglamento) o específicamente para el caso concreto (mediante acto 
administrativo). 

La reserva legal también evita las posibilidades de la administración para ser 

creativo al momento de afectar el patrimonio o los derechos de los 
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administrados, sino que debe ceñirse a aplicar aquellas modalidades de 

aflicción de patrimonios o menos cabo de derechos que hayan sido autorizados 
por la legislación. La vía reglamentaria solo puede emplearse para especificar 

o graduar sanciones, pero no para crearlas (previsión incluida en el inciso 
cuarto de este artículo, en el principio de tipicidad). 

Prohibición explicita para que la administración pueda aplicar sanciones 

que impliquen privación de libertad. La administración solo tiene un rol de 

ejecutivo que los mandatos judiciales que afecten la libertad individual, pero 
nunca la posibilidad de determinarla y sancionarla por sí y ante sí. (2001, pp. 

512-513) 

 

En síntesis, el principio de legalidad supone tres aspectos: el primero 

positivo, que indica que las autoridades deben estar facultados por ley para 

sancionar, y los otros dos negativos, pues tienen la prohibición de crear sanciones 

para casos específicos y aplicar otras que priven del derecho a la libertad a los 

administrados.  

Por tanto, “no debe identificarse el principio de legalidad con el de tipicidad: 

el primero, se cumple con la previsión de infracciones y sanciones en la ley, 

mientras que el segundo, es la precisa definición de la conducta que la ley 

considera como falta…” (Expediente N° 6301-2006-PA/TC, Fund. 11. En Rojas, 

2015, p. 200). 

2.3.4.2. Principio de razonabilidad  

 

Este principio está previsto en el último párrafo del artículo 200° de la Carta 

Magna y es inherente al Estado Peruano en cuanto Estado Social y Democrático 

de Derecho, “surgió en el ámbito de la potestad sancionadora de la 

Administración, como control de las potestades discrecionales de la 

Administración” (Exp. N° 2192-2004-AA/TC, Fund. 16).  
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A nivel legal está regulado en el numeral 3 del artículo 248° del TUO de la 

Ley N° 27444, cuyo tenor es como sigue:  

Las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no 
resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o 
asumir la sanción. Sin embargo, las sanciones a ser aplicadas deben ser 

proporcionales al incumplimiento calificado como infracción, observando los 
siguientes criterios que se señalan a efectos de su graduación:  

a) El beneficio ilícito resultante por la comisión de la infracción; 

b) La probabilidad de detección de la infracción;  

c) La gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido;  

d) EI perjuicio económico causado;  

e) La reincidencia, por la comisión de la misma infracción dentro del plazo de 
un (1) año desde que quedó firme la resolución que sancionó la primera 
infracción.  

f) Las circunstancias de la comisión de la infracción; y  

g) La existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor. (TUO de 
la Ley N° 27444, 2019, Art. 248°, num. 3) 

 

En otras palabras, una sanción es razonable cuando existe proporcionalidad 

entre la conducta dañosa del agente y los medios empleados para reprimirla; por 

ende el legislador ha previsto una lista de criterios que en orden de prelación 

deben aplicarse para graduar la sanción a imponer, pero que en ningún caso 

suponen elementos constitutivos de la infracción.   

Por otro lado, y respecto a los términos razonabilidad y proporcionalidad el 

Tribunal Constitucional en la Sentencia recaída en el Expediente N° 2192-2004-

AA/TC Tumbes del 11 de octubre de 2004, fundamento 15, ha precisado que: 

Si bien la doctrina suele hacer distinciones entre dichos principios como estrategias 
para resolver conflictos de principios constitucionales y orientar al juzgador hacia 
una decisión que no sea arbitraria sino justa; puede establecerse, prima facie, una 
similitud entre ambos principios, en la medida que una decisión que se adopta en el 
marco de convergencia de dos principios constitucionales, cuando no respeta el 
principio de proporcionalidad, no será razonable. En este sentido, el principio de 
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razonabilidad parece sugerir una valoración respecto del resultado del razonamiento 
del juzgador expresado en su decisión, mientras que el procedimiento para llegar a 
este resultado sería la aplicación del principio de proporcionalidad con sus tres 
subprincipios: adecuación, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto o 
ponderación. 

En efecto, este último consiste en un test de ponderación en el que se 

examina:  

a) Si la medida estatal que limita un derecho fundamental es idónea para 
conseguir el fin constitucional que se pretende con tal medida; b) si la medida 
estatal es estrictamente necesaria; y, c) si el grado de limitación de un derecho 

fundamental por parte de la medida estatal es proporcional con el grado de 
realización del fin constitucional que orienta la medida estatal. (Exp. N° 

00012-2006-AI/TC, Fund. 32) 

 

De modo que si no se supera este examen y se impone la sanción al 

administrado, la autoridad administrativa no solo cometería un exceso de punición 

que conlleva a su ilegalidad y necesaria declaración de nulidad por la causal 

prevista en el numeral 2 del artículo 10° del TUO de la Ley N° 27444 (defecto en 

la finalidad perseguida). Sino que en cuanto a sus efectos conduciría a una medida 

confiscatoria sobre el patrimonio de los administrados, tal como se ha precisado 

en el fundamento 4 de la sentencia recaída en el Expediente N° 903-2009-AA/TC 

LIMA, al señalar: “el INC no ha observado el principio de proporcionalidad… 

toda vez que el monto de la multa es evidentemente excesivo, que podría, incluso, 

resultar confiscatorio; en consecuencia, debe estimarse este extremo de la 

demanda”. 

A mayor abundamiento, tenemos que  la CIDH a emitido diversas sentencias 

en materia disciplinaria (no sancionadora) en las que se aprecia este principio, 

tales como la sentencia recaída en el Caso Flor Freire Vs. Ecuador de fecha 31 de 

agosto de 2016, que en su fundamento 184 señala “… correspondería analizar la 
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gravedad de la conducta y la proporcionalidad de la sanción… es 

imprescindible… el desarrollo de argumentos que permitan concluir que las 

conductas reprochadas tienen la suficiente entidad para justificar que la persona 

no permanezca en el cargo” (CIDH, 2016, p. 55); así como en la sentencia del 

Caso López Mendoza Vs. Venezuela  de fecha 01 de noviembre de 2011, 

fundamento 147 al referir “dados los alcances de la restricción al sufragio pasivo 

implicados en una inhabilitación para ser candidato, el Contralor… tenía que 

desarrollar razones y fundamentos específicos sobre la gravedad y entidad de la 

falta … y sobre la proporcionalidad de la sanción adoptada” (CIDH, 2011, p. 57). 

En conclusión el principio de razonabilidad se emplea para “orientar y 

controlar el ejercicio de la determinación de la sanción aplicable al infractor, 

proscribiendo los dos extremos agraviantes a este principio: la infrapunición y el 

exceso de punición” (Morón, 2019, p. 407).  

2.3.4.3. Principio de tipicidad 

 

Se encuentra regulado en el artículo 9° de la CADH, como un sub principio 

del principio legalidad, tal como se aprecia de la sentencia del Caso García Asto y 

Ramírez Rojas Vs. Perú de fecha 25 de noviembre de 2005, fundamento 188, en 

el que la CIDH estableció que “la elaboración de los tipos penales supone una 

clara definición de la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita 

deslindarla de comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con 

medidas no penales” (CIDH, 2005, p. 88), además de la sentencia del Caso 

Ramírez Vs. Venezuela del 20 de noviembre de 2009, fundamento 145, en el que 

señaló que “la reserva de la ley debe forzosamente ir acompañada del principio de 
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tipicidad, que obliga a los Estados a establecer, tan concretamente como sea 

posible y de “antemano”, las “causas” y “condiciones” de la privación de la 

libertad física” (CIDH, 2009, p. 41) 

De igual modo por el Estado Peruano en el literal d), numeral 24 del artículo 

2 de la Constitución Política. De ahí que el Tribunal Constitucional en el sentencia 

recaída en el Expediente N° 00020-2015-PI/TC de fecha 25 de abril de 2018 — 

que declara inconstitucionalidad del artículo 46° de la Ley Orgánica de la 

Contraloría General de la República del Perú —, señale y diferencie el principio 

de legalidad en sentido estricto y el sub principio de tipicidad o taxatividad que 

deriva de él, para luego concluir que: 

Se vulnera el principio de legalidad en sentido estricto si una persona es 
condenada o sancionada por un delito o infracción no prevista expresamente 
en una norma con rango de ley. Por otro lado, se vulnera el subprincipio de 

tipicidad o taxatividad cuando, pese a que la infracción o delito está prevista 
en una norma con rango de ley, la descripción de la conducta punible cumple 

con estándares mínimos de precisión. 

Sin perjuicio de ello, el numeral 4 del artículo 248° del TUO de la Ley N° 

27444, regula este principio de manera separada, en virtud del cual:  

Solo constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones 
previstas expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación 

como tales, sin admitir interpretación extensiva o analogía. Las disposiciones 
reglamentarias de desarrollo pueden especificar o graduar aquellas dirigidas a 

identificar las conductas o determinar sanciones, sin constituir nuevas 
conductas sancionables a las previstas legalmente, salvo los casos en que la 
ley o Decreto Legislativo permita tipificar infracciones por norma 

reglamentaria.  

A través de la tipificación de infracciones no se puede imponer a los 
administrados el cumplimiento de obligaciones que no estén previstas 

previamente en una norma legal o reglamentaria, según corresponda.  

En la configuración de los regímenes sancionadores se evita la tipificación de 
infracciones con idéntico supuesto de hecho e idéntico fundamento respecto 

de aquellos delitos o faltas ya establecidos en las leyes penales o respecto de 
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aquellas infracciones ya tipificadas en otras normas administrativas 

sancionadoras. (TUO de la Ley N° 27444, 2019, Art. 248°, num. 4) 

 

En síntesis este principio requiere el estricto cumplimiento de tres aspectos 

comunes:  

i) Reserva de la ley para la descripción de aquellas conductas pasibles de 
sanción por la Administración Pública; ii) la exigencia de certeza o 
exhaustividad suficiente en la descripción de las conductas sancionables 

constitutivas de las infracciones administrativas; y, iii) la interdicción de la 
analogía y la interpretación extensiva en la aplicación de los supuestos 

descritos como ilícitos (desde el punto de vista concreto, la tipificación es de 
interpretación restrictiva y correcta) (Morón, 2019, p. 419). 

 

De manera que están proscritos los términos genéricos y “estándares 

ontológicos de conducta per se” pues como bien ha indicado el Tribunal 

Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente N° 01873-2009-PA/TC 

Lima, del 03 de setiembre de 2010, fundamento 12, b:                                            

Aunque la Administración a veces se conduzca sobre la base de estándares 
deontológicos de conducta, estos son insuficientes, por sí solos, para 

sancionar, pues aunque se pueden interpretar como conceptos jurídicos 
indeterminados, la sanción debe sustentarse en análisis concretos y 

pormenorizados de los hechos, desde conceptos jurídicos y no sobre la base 
de juicios apodícticos o que invoquen en abstracto el honor o la dignidad de 
un colectivo, puesto que los tribunales administrativos no son tribunales “de 

honor”, y las sanciones no pueden sustentarse en una suerte de 
“responsabilidad objetiva del administrado” (Tribunal Constitucional, 2009, 

párr. 29).      

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      

2.4. Hipótesis  

La infracción F1 del D. S. N° 017-2009-MTC debe interpretarse en sentido 

estricto y no extensivo, porque lo contrario significaría la vulneración de los 

derechos fundamentales a la libertad de tránsito, el trabajo; así como el principio 
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de verdad material del derecho administrativo y de legalidad, tipicidad y 

razonabilidad del derecho administrativo sancionador.  
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2.4.1. Operacionalización de variables  

 

Tabla 2: Operacionalización de variables 

Variables Dimensiones Indicadores Fuente 

Sentido estricto y 
no extensivo  

Estricta 
 

No admite potencial afectación de bien jurídico (vida y 
salud)   

- D.S. N° 017-2009-MTC 

Extensiva 
 

 

Admite la potencial afectación del bien jurídico (vida y 
salud) 

- D.S. N° 017-2009-MTC 
- Doctrina   

Libertad de 

tránsito  

Jurídica - Artículo 2 inc. 11 de la Constitución Política del Perú. 

- Artículo 22 inc. 1 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos.  

- Artículo 13 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos. 

- Constitución Política del Perú 

- Convención Americana de 
Derechos Humanos 

- Declaración Universal de 
Derechos Humanos 

Fáctica - Ausencia de impedimentos para desplazarse. - Doctrina 
- Expediente N° 008 y N° 09-

2018-DP/OD-CAJ 

 
Derecho al 

trabajo 
 

Libertad  Impedimento del trabajo elegido  - Doctrina 
- Expediente N° 008 y N° 09-

2018-DP/OD-CAJ 
Económica  - Políticas del Estado a favor del empleo  

- Protección al despido  

Dignidad humana - Condiciones para llevar una vida digna  

 

Principios del 
derecho 

Derecho 

administrativo  
 

- Verdad material  

- Razonabilidad  

- Doctrina  

- D.S. Nº 004-2019-JUS (TUO 
de la Ley 27444) 
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administrativo y 
derecho 

administrativo 
sancionador  

Derecho 
administrativo 

sancionador  

- Legalidad  
- Tipicidad  

- Doctrina  
- D.S. Nº 004-2019-JUS (TUO 

de la Ley 27444) 
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XI. CAPÍTULO III: MÉTODO DE INVESTIGACIÓN  

3. Aspectos generales 

3.1. Tipo de investigación 

Esta tesis es de tipo lege data, debido a que buscamos interpretar y proponer 

soluciones, sin realizar modificaciones a la Infracción con Código F1 de la Tabla 

de Infracciones y Sanciones del Reglamento Nacional de Tránsito, aprobado por 

Decreto Supremo N° 017-2009-MTC. 

3.2. Diseño de investigación  

El diseño utilizado es no experimental puesto que no se manipulará variables. 

3.3. Área de investigación  

El área de investigación en el que se desarrolló la presente tesis es el Derecho 

Administrativo (actividad gubernamental) y Derecho Constitucional.  

3.4. Población  

Se determinó como población un número de 40 Resoluciones de inicio y 

sanción por la comisión de la Infracción F1 del anexo 2 de la Tabla de 

Infracciones y Sanciones del Reglamento Nacional de Tránsito, aprobado 

mediante Decreto Supremo N° 017-2009-MTC, que posee la SUTRAN; sin 

embargo, no fue posible obtenerlas por las trabas puestas por dicha entidad, 

muestra de ello son las Cartas N° 0434, 0449 y 0481-2019-SUTRAN/01.3.LTAIP 

del 17.04.2019, 25.04.2019 y 02.05.2019 emitidas por dicha entidad, a través de 

las cuales declaran inadmisible la Solicitud de Acceso a la Información Pública 

presentada por las suscritas el 10.04.2019 y escritos de subsanación de 

observaciones del 23.04.2019  30.04.2019 respectivamente; todas ellas bajo el 

argumento de que no es posible determinar de manera precisa nuestro 
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requerimiento, por lo que, no reúne el requisito establecido en el literal d) del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la información pública. De 

igual forma con la Solicitud de Acceso a la Información Pública presentada por el 

Decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de esta Casa Superior de 

Estudios, el 03.07.2019; tal como se coteja de las tres cartas y cuatro escritos 

adjuntos.  

Por ende, al ser esta investigación hermenéutica-dogmática jurídica, de tipo 

lege data y no experimental, prescindiremos de la referida información y 

demostraremos los objetivos propuestos con las bases teóricas y marco teórico 

expuesto en los anteriores capítulos.  

3.5. Muestra  

De acuerdo a lo especificado en el ítem anterior no se utilizará muestra, salvo 

los Expedientes Defensoriales N° 008 y 009-2018-OD-CAJ, tramitados como 

queja ante la Oficina Defensorial de Cajamarca; así como el Oficio N° 008 y 009-

2017-SUTRAN/06.5.1.17 y la Resolución de Subgerencia N° 4018126282-S-

2018-SUTRAN/06.4.1 

3.6. Técnicas e instrumentos de recolección de datos  

Utilizaremos la técnica de recolección de información, específicamente: 

observación documental y dentro de esta el fichaje. 

3.7. Interpretación de datos  

Debido a la naturaleza de la investigación, para esta sección remitimos al 

marco teórico de la tesis. 
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XII. CAPÍTULO IV: RESULTADOS Y DISCUSIÓN  

 

4. Análisis  

4.1. Disposición y validez formal 

En la presente tesis la disposición objeto de interpretación es la Infracción 

con Código F1 (Infracción contra la formalización del transporte) del Anexo 2: 

Tabla de Infracciones y Sanciones del Reglamento Nacional de Administración de 

Transportes, aprobado por D. S. N° 017-2009-MTC, “modificada por el D.S. N° 

063-2010-MTC y el D.S. N° 005- 2016 –MTC”3, cuyo tenor es el siguiente: 

CÓDIGO: F1 

INFRACCIÓN: Infracción de quien realiza actividad de transporte sin 
autorización, con responsabilidad solidaria del propietario del vehículo.  

Prestar el servicio de transporte de personas, de mercancías o mixto, sin contar 

con autorización otorgada por la autoridad competente o en una modalidad o 
ámbito diferente al autorizado.  

CALIFICACIÓN: Muy grave 

CONSECUENCIA: Multa de 1 UIT 

MEDIDAS PREVENTIVAS APLICABLES SEGÚN CORRESPONDA: 

Retención de licencia de conducir. Internamiento preventivo del vehículo. 
(Tabla de Infracciones y Sanciones, RENAT) 

 

Esta disposición es plenamente válida dado que ha sido emitida por el 

Ministerio de Transportes y Comunicaciones, mediante el procedimiento legal 

establecido y se encuentra vigente en nuestro ordenamiento jurídico; por ende, es 

de cumplimiento obligatorio para todos los administrados (transportistas y 

conductores de vehículos).  

                                                                 
3 Véase en el Sistema Peruano de Información Jurídica (SPIJ) libre del Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos del Estado. 
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4.2. Supuestos normativos 

De la lectura de la cita infracción se desprenden tres supuestos: 

- Prestar el servicio de transporte de personas, de mercancías o mixto, sin 
contar con autorización otorgada por la autoridad competente.                   

- Prestar el servicio de transporte de personas, de mercancías o mixto en una 
modalidad diferente al autorizado.  

- Prestar el servicio de transporte de personas, de mercancías o mixto en un 

ámbito diferente al autorizado. (Tabla de Infracciones y Sanciones, 
RENAT) 

4.3. Supuesto normativo en discusión 

De estos tres supuestos, es el último el que nos interesa. Al respecto, la 

SUTRAN para aplicar esta infracción “Prestar el servicio de transporte de 

personas, de mercancías o mixto en un ámbito diferente al autorizado” interpreta 

que: 

... la sola realización del servicio de transporte informal produce el incremento 
incensario y negligente del riesgo propio de la actividad de transporte, 
generándose así un estado de incertidumbre de potenciales afectaciones a los 

bienes jurídicos tutelados por la SUTRAN, como son la vida y la salud de los 
mismos actores del servicio, usuarios y de terceros, que puede verse 

materializado o concretado en accidentes de tránsito, asaltos o siniestros que 
pueden tener consecuencias irreparables. (Resolución de Subgerencia Nº 
4018126282-S-2018-SUTRAN/006.4.1). 

 

Sin embargo, dicha interpretación no es apropiada en tanto que no interpreta 

la norma en base al supuesto previsto en la misma, sino que la extiende y sanciona 

a los administrados – conductores por hechos no tipificados. La norma tiene como 

supuesto de hecho “transporte en ámbito diferente al autorizado” es decir, 

calificará como infracción cuando “efectivamente” se encuentre el conductor 

prestando servicio de transporte en un territorio distinto al autorizado por su 

Tarjeta Única de Circulación, más no cuando exista una potencial afectación, 
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intención o se encuentre en vías de ejecución o a mitad de ejecución, dentro del 

territorio en el que sí está autorizado. 

4.4. Postura de las tesistas: argumentos interpretativos  

Del marco teórico presentado es posible inferir que la norma contenida en la 

infracción con código F1 “Prestar el servicio de transporte de personas en un 

ámbito diferente al autorizado”, debe ser interpretada en sentido estricto y no 

extensivo, conforme a la figura N° 2, que a continuación se explica. 

 

Figura 2: Esquema de interpretación usado 

 

Robert Alexy señala que “siempre que alguien posee un derecho fundamental, 

existe una norma válida de derecho fundamental que le otorga ese derecho” (1993, 

p. 47). En ese sentido, todos los administrados – conductores poseen el derecho 

fundamental a la libertad de tránsito y al trabajo, los mismos que les han sido 

reconocidos a través de diversos cuerpos normativos nacionales e internacionales 

ratificados por el Perú, vigentes y de obligatorio cumplimiento. En el caso de la 

libertad de tránsito ha sido reconocido por el artículo 13° de la DUDH, el artículo 

22° de la CADH, el artículo 12° del PISDESC, así como por el numeral 11 del 

artículo 2° de la CP y el numeral 6 del artículo 25° del CPC; mientras que en el 
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derecho al trabajo ha sido reconocido por el artículo 23° de la DUDH, el artículo 

6° y 7° del PIDESC, el artículo 7° del Protocolo Adicional de la CADH, el 

numeral 15 del artículo 2°, 22°, 23°, 26°, 27°, 28°, 29° y 59° de la CP, así como 

Ley N° 29497 - Nueva Ley Procesal del Trabajo y su Reglamento y el Código 

Civil de 1984.   

Ahora bien, estos derechos otorgan a los administrados - conductores una 

posición jurídica (estatus) frente al Estado (SUTRAN), que debe ser respetada. 

Dicha posición tiene como objeto, el derecho de los administrados a acciones 

negativas por parte del Estado. Dentro de ellas a que la SUTRAN a través de sus 

Inspectores no impidan el ejercicio del derecho al trabajo ni la libertad de tránsito 

de los administrados a través de sus vehículos automotores (medio de transporte), 

salvo las “excepciones explícitas e implícitas” reseñadas con anterioridad. 

De modo que, si para el caso de la libertad de tránsito (a través de vehículos 

automotores) existen dos tipos de limitaciones: una explícita, ordinaria por 

razones administrativas, como el caso de transitar dentro de una determinada 

circunscripción, acreditada con una Tarjeta Única de Circulación (TUC); y otra 

implícita por razones de seguridad ciudadana (Expediente N° 2876-2005-

PHC/TC); éstas se tornan en ilegales e irrazonables cuando un Inspector de la 

SUTRAN impide el libre desplazamiento del conductor dentro del territorio para 

el que está autorizado con su TUC, le impone como sanción pecuniaria una multa 

de 1 UIT (S/ 4,300) y adicionalmente las medidas preventivas de retención de 

licencia de conducir e internamiento preventivo del vehículo, porque 

supuestamente se ha configurado la infracción con código F1 “Prestar el servicio 

de transporte de personas en un ámbito diferente al autorizado”.  
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Bajo estas circunstancias se afecta el derecho al libre desplazamiento y no 

solo éste, sino también el derecho constitucional al trabajo como “conductor” que 

ostentan los administrados, toda vez que se impide el ejercicio de un trabajo 

libremente escogido, que mejor les responde a sus capacidades, posibilidades y 

expectativas; por ende a recibir una contraprestación por el servicio brindado, y a 

generar condiciones de existencia dignas para él y su familia.  

La imposición arbitraria de dicha sanción es confiscatoria y supone un 

detrimento económico para el administrado, habida cuenta que el valor de una 

UIT (S/ 4,300) sobrepasa de manera excesiva la contraprestación por el servicio 

de transporte brindado e incluso los ingresos mensuales percibidos por el 

conductor, además de que las medidas preventivas de retención de licencia de 

conducir e internamiento del vehículo ocasionan que el conductor se quede sin 

ninguna fuente de ingresos mientras dure el procedimiento sancionador y cancele 

la sanción pecuniaria, asimismo lo imposibilitan para poder laborar como 

conductor en otro vehículo, ya que en el Sistema de Licencias de Conducir, ésta 

aparecerá como retenida.  

Este procedimiento por parte de los Inspectores de la SUTRAN es contraria a 

los artículos 23°, 58° y 59° de la Constitución Política que obligan al Estado a 

garantizar el derecho al trabajo no solo de aquellas personas que poseen una 

relación laboral por cuenta ajena, libre y subordinada; sino también de aquellas 

personas que realizan un trabajo productivo por cuenta propia, pues ambos son 

igualmente dignos, tal como lo ha reconocido el Tribunal Constitucional en el 

fundamento 31 de la sentencia recaída en el Expediente N° 03330-2004-AA 

LIMA:  
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… el Estado debe proteger tanto al trabajador dependiente como a la persona 

que realiza actividades económicas por cuenta propia. Siendo así, a efectos de 
su protección, “no existe diferencia alguna entre el individuo que se gana la 

vida como trabajador por cuenta ajena del que lo hace por cuenta propia” y, 
por ello, sería una aberración “afirmar que es más digno constitucionalmente 
hablando el trabajo dependiente que el independiente”. (Tribunal 

Constitucional, 2004, p. 22) 

 

De otro lado, si bien por el principio de legalidad se le ha atribuido potestad 

sancionadora a la SUTRAN — Ley N° 29380 y el RENAT — cuando los 

conductores cometan las infracciones previstas en la Tabla de Infracciones y 

Sanciones; también es cierto que la otra vertiente del principio de legalidad 

prohíbe a las autoridades crear sanciones aplicables a un caso específico y afectar 

derechos de administrados, debiendo aplicar únicamente las sanciones previstas 

por ley. Situación que no es observada por los Inspectores de la SUTRAN, ya que 

aplican la infracción con código F1, por potenciales afectaciones, intencionalidad 

en la conducta infractora, o tentativa de infracción, cuando ésta señala “prestar el 

servicio de transporte de personas en un ámbito diferente al autorizado”.  

A su vez, el principio de tipicidad demanda “la precisa definición de la 

conducta que la ley considera como falta” (Expediente N° 63-206-PA/TC) o la 

exhaustiva descripción de las conductas sancionables, sin admitir interpretación 

extensiva. Como hemos visto precedentemente el supuesto de la infracción con 

código F1 es “prestar el servicio de transporte de personas en un ámbito diferente 

al autorizado”, no posee más supuestos de hechos, debiendo realizarse una 

interpretación textual como la denomina Chiassoni. Pero para afianzar nuestra 

tesis, conviene analizar los términos “tentativa”, “intención” y “potencial 



 

65 
 

afectación”, usados por la SUTRAN al momento de interpretar y aplicar dicha 

infracción, los dos primeros de manera implícita el segundo de manera explícita. 

Al respecto, Villavicencio, citando a la Resolución de Nulidad N° 1356-2004-

Amazonas, indica que la tentativa consiste en “el inicio de la ejecución de un 

delito, sin consumarlo; el comienzo de la ejecución comprende el inicio de la 

acción típica, así como la realización de actos demostrativos por el agente para 

poder conseguir su finalidad, la ausencia de estos actos originará la absolución del 

inculpado” (2009, p. 567). Como vemos, la tentativa es una figura jurídica usada 

en el derecho penal, que tiene sus propios presupuestos para su configuración y es 

perseguida y sancionada por el Juez Penal disminuyendo prudencialmente la pena 

(Artículo 16° del Código Penal). Sin embargo, no está prevista en el Derecho 

Administrativo Sancionador, en el que se sancionan faltas, si estuviera regulado 

también tendría sus propios supuestos y se sancionaría disminuyendo la sanción 

de la infracción, englobando de alguna manera la posición de la SUTRAN.  

La intencionalidad, en cambio significa “determinación volitiva o de la 

voluntad en orden a un fin. Propósito de conducta. Designio reflexivo de obrar o 

producir un defecto” (Cabanellas, 1993, p.168). Aquí el pensamiento de hacer 

“algo”, “infringir una noma” no se ha traducido en acción, se queda en el plano 

psicológico. Si bien en el Derecho Administrativo Sancionador ha considerado la 

intencionalidad dentro del principio de razonabilidad como un aspecto para 

graduar las sanciones, éste no es un elemento constitutivo de la infracción, dicho 

argumento es respaldado por Morón Urbina cuando señala: 

Dado que la enumeración de estas circunstancias es de prelación, este factor 
es el que el legislador considera menos relevante para fines de individualizar 
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la sanción y, a la vez, precisa que la intencionalidad del infractor es un factor 

para graduar la sanción aplicable y no es un elemento constitutivo de la 
infracción. (2019. p. 411)   

Finalmente el término “potenciales afectaciones” es algo incierto, futuro, que 

no se sabe si se producirá o no. La SUTRAN al indicar que se impone la 

infracción con código F1 “por potenciales afectaciones a bienes jurídicos 

tutelados” reconoce que la infracción F1 aún no se ha concretado en el plano de la 

realidad.  

Por lo expuesto y en virtud del argumento a contrario, desarrollado por 

Tarrello y Chiassoni, ha quedado demostrado que no se puede extender el 

significado de la precitada disposición de tal modo que abarque los términos 

“tentativa, intención o potenciales afectaciones”.  Siendo que en atención al 

principio de verdad material los Inspectores de la SUTRAN deben ceñirse a los 

hechos objetivamente constatados (Exp.01873-2009-PA/TC) y encuadrarlos en el 

supuesto de la citada infracción, sin realizar una interpretación extensiva (Exp. 

00020-2015-PI/TC), garantizando con ello la seguridad jurídica; pues lo contrario 

supondría la vulneración de estos principios y la imposición de una sanción 

arbitraria e irrazonable. 

Decimos que afecta el principio de razonabilidad ya que en el supuesto 

planteado no se cometió la infracción, no existe necesidad de sanción. Con esta 

interpretación la SUTRAN vulnera la dignidad del administrado – conductor, 

porque lo instrumentaliza y no lo ve como un fin en sí mismo, olvida que la 

existencia del hombre no puede ser negada por la normatividad ni por la 

interpretación que de ella hagan sus autoridades administrativas. 
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Los principios del derecho administrativo y administrativo sancionador sirven 

como “criterio interpretativo para resolver las cuestiones que puedan suscitarse en 

la aplicación de las reglas del procedimiento” (TUO de la Ley N° 2744, Art. IV 

del Título Preliminar, Num. 2), asimismo vinculan a los Inspectores de la 

SUTRAN para controlar la arbitrariedad y discrecionalidad al momento de 

interpretar y aplicar la infracción con código F1 del D. S. N° 017-2009-MTC. 

Dichos principios deben respetarse en la mayor medida posible, pues existen 

posibilidades reales y jurídicas para hacerlo; es decir, no se cometió el hecho 

previsto en la infracción F1 y la norma tampoco prevé el supuesto de afectación 

potencial, intención de la conducta infractora, ni tentativa de infracción.  

La postura de la SUTRAN tampoco es correcta, pues en atención al 

argumento psicológico, se estaría contradiciendo la voluntad del legislador, de 

sancionar la conducta efectivamente desplegada por el administrado. Asimismo, 

empleando el argumento histórico, vemos que no existe una indicación expresa: 

resolución interpretativa o precedente administrativo vinculante, que señale la 

interpretación y aplicación de la infracción con código F1 en ese sentido, pues 

para que ésta sea considerada como “fuente del procedimiento administrativo” 

(TUO de la Ley N° 27444, Art. V, num. 2) deben ser emitidas por “autoridades 

jurisdiccionales, tribunales, consejos ... deben ser de alcance general y 

debidamente publicitadas” (TUO de la Ley N° 27444, Art. V, num. 2, lit. 2.7, 2.8, 

2.9 ), por lo que, al no cumplirse ninguna de estos requisitos, dicha infracción 

debe aplicarse cuando el supuesto de hecho se ha consumado efectivamente.  

Finalmente, por el argumento de la coherencia de la disciplina jurídica y el 

argumento sistemático, se tiene que la interpretación y aplicación de la aludida 
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infracción no debe contradecir las normas convencionales, constitucionales y ni 

legales que regulan el derecho a la libertad locomotora, al trabajo y los principios 

del derecho administrativo y administrativo sancionador, sino que deben ser 

armonizados. Máxime si la Constitución Política en el artículo 51° prevé que la 

“Constitución prevalece sobre toda norma legal” y la cuarta disposición 

complementaria y final que “las normas relativas a los derechos y a las libertades 

que la constitución reconoce se interpretan de conformidad con la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales 

sobre las mismas materias ratificadas por el Perú”. 

Asimismo, que el Tribunal Constitucional en la sentencia emitida en el 

Expediente N° 1003-98-AA/TC LIMA, del 06 de agosto de 2002, fundamento 6 

ha precisado que si bien la sanción administrativa es el ejercicio del ius puniendi 

del Estado: 

Como toda potestad, no obstante, en el contexto de un Estado de Derecho 
(artículo 3° Constitución), está condicionada, en cuanto a su propia validez, al 

respeto de la Constitución, los principios constitucionales y, en particular, de 
la observancia de los derechos fundamentales… al irrestricto respeto del 

derecho al debido proceso y, en consecuencia, de los derechos fundamentales 
procesales y de los principios constitucionales (v.gr. legalidad, razonabilidad, 
proporcionalidad, interdicción de la arbitrariedad) que lo conforman.” 

(Expediente N° 1003-98-AA/TC LIMA, Fund. 6. En Rojas, 2015, p. 223) 

 

En igual sentido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la 

sentencia del Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá, del 02 de febrero de 2001, 

fundamento 126 ha establecido que “en cualquier materia, inclusive en la laboral y 

la administrativa, la discrecionalidad de la administración tiene límites 

infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los derechos humanos” (2001, 
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p.84) como el derecho a la libertad locomotora y al trabajo los que se defiende en 

la presente tesis. 

4.5. Postura de las tesistas: resultado final de la discusión  

De lo expuesto precedentemente se determina que la Infracción con código 

F1 de la Tabla de Infracciones y Sanciones del D.S. N° 017-MTC, debe 

interpretarse de manera estricta, es decir, solo debe aplicarse a aquellos 

conductores que efectivamente se encuentren en una jurisdicción para la cual su 

tarjeta única de circulación no los habilite, caso contrario, cuando exista intención 

de conducir en un ámbito no autorizado, pero aún se encuentren dentro de su 

competencia, los Inspectores de SUTRAN deben ordenar el retorno del viaje a la 

ciudad de origen; privilegiando de esta forma el derecho a la libertad de tránsito, 

derecho al trabajo y garantizando el fiel respeto de los principios de verdad 

material, legalidad, razonabilidad y tipicidad del derecho administrativo y 

administrativo sancionador.   
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XIII. CAPÍTULO V: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES  

 

5.1. Conclusiones  

En la presente tesis se ha determinado que la interpretación efectuada por la 

SUTRAN para aplicar la Infracción con código F1 de la Tabla de Infracciones y 

Sanciones del D. S. N° 017-2009-MTC “prestar servicio de transporte de personas 

en ámbito no autorizado”, por potenciales afectaciones, vulnera el derecho a la 

libertad de tránsito en su dimensión jurídica y fáctica, el derecho al trabajo en su 

dimensión de libertad de trabajo, económica y dignidad humana; así como el 

principio de verdad material del derecho administrativo, y los principios de 

legalidad, tipicidad y razonabilidad del derecho administrativo sancionador.  

Los términos “potenciales afectaciones, intención y tentativa” no son 

elementos constitutivos de la Infracción con código F1 de la Tabla de Infracciones 

y Sanciones del D. S. N° 017-2009-MTC. 

La Infracción con código F1 de la Tabla de Infracciones y Sanciones del D. S. 

N° 017-2009-MTC, debe interpretarse de manera estricta, es decir, solo debe 

aplicarse a aquellos conductores que efectivamente se encuentren en una 

jurisdicción para la cual su licencia de conducir nos los habilite, caso contrario, 

cuando exista intención de conducir en un ámbito no autorizado, pero aún se 

encuentren dentro de su competencia, los Inspectores de SUTRAN deben ordenar 

el retorno del viaje a la ciudad de origen; privilegiando de esta forma el derecho a 

la libertad de tránsito, derecho al trabajo y garantizando el fiel respeto de los 

principios de verdad material, legalidad, razonabilidad y tipicidad del derecho 

administrativo y administrativo sancionador.  
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5.2. Recomendaciones 

 

Realizar una investigación de lege ferenda sobre la debida motivación de las 

resoluciones de sanción por la comisión de la Infracción con código F1 “Prestar 

servicio de transporte en ámbito diferente al autorizado” del D.S. N° 017-2009-

MTC, emitidas por la SUTRAN, para determinar la afectación al principio del 

debido procedimiento, garantizado por el derecho administrativo sancionador; a 

fin de que sobre la base de dicha investigación y de ésta, se puede sugerir al 

Ministerio de Transportes y Comunicaciones la emisión de una Resolución 

Administrativa de carácter general y vinculante, que adopte la interpretación 

propuesta sobre la Infracción con código F1, y sea aplicada por la SUTRAN para 

no vulnerar los derechos y principios analizados en la presente investigación.  

Realizar una investigación cuantitativa en donde se analicen las motivaciones 

de las resoluciones de sanción por la comisión de la Infracción con código F1 del 

D.S. N° 017-2009-MTC de la SUTRAN a efectos de evaluar su grado de 

motivación y coherencia entre ellas. 

Realizar una investigación a fin de determinar el conocimiento de los 

Inspectores SUTRAN en cuanto a la interpretación normativa y la forma en que 

realizan la imposición de actas de control de la infracción con código F1 del D. S. 

N° 017-2009-MTC. 
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XV. LISTA DE ABREVIATURAS  

 

CADH: Convención Americana de Derechos Humanos. 

CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

CP: Constitución Política. 

CPC: Código Procesal Constitucional.  

D.S:  Decreto Supremo. 

DUDH: Declaración Universal de los Derechos Humanos.  

OD Cajamarca:  Oficina Defensorial de Cajamarca 

PIDESC: Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales. 

RENAT:  Reglamento Nacional de Administración de Transportes.  

SUTRAN: Superintendencia Nacional de Tránsito Terrestre de 

Personas, Cargas y Mercancías 

TC:  Tribunal Constitucional 

TUO:  Texto Único Ordenado  

TUC:  Tarjeta Única de Circulación  

UIT:  Unidad Impositiva Tributaria  
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ANEXO 1 

EXPEDIENTE N° 0000008-2018-DP/OD-CAJ 
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ANEXO 2 

EXPEDIENTE N° 0000009-2018-DP/OD-CAJ 
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ANEXO 3 

SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

Y CARTAS DE RESPUESTA 
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